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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO NUMERO 04 DE 2007 
SENADO

por el cual se reforma el artículo 49 de la Constitución Política.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. El artículo 49 de la Constitución Política quedará así:
“La atención de la salud y el saneamiento ambiental son servicios 

públicos a cargo del Estado. Se garantiza a todas las personas el acceso 
a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud.

Corresponde al Estado organizar, dirigir y reglamentar la prestación 
de servicios de salud a los habitantes y de saneamiento ambiental con-

-
bién, establecer las políticas para la prestación de servicios de salud 
por entidades privadas, y ejercer su vigilancia y control. Así mismo, 
establecer las competencias de la Nación, las entidades territoriales y 
los particulares y determinar los aportes a su cargo en los términos y 
condiciones señalados en la ley.

Los servicios de salud se organizarán en forma descentralizada, por 
niveles de atención y con participación de la comunidad.

La ley señalará los términos en los cuales la atención básica para 
todos los habitantes será gratuita y obligatoria.

Toda persona tiene el deber de procurar el cuidado integral de su 
salud y la de su comunidad. 

-
-

-
-

-

Artículo 2°. El presente Acto Legislativo rige a partir de su promul-
gación.

El Ministro del Interior y de Justicia,
Carlos Holguín Sardi.

El Ministro de la Protección Social,
Diego Palacio Betancourt.

EXPOSICION DE MOTIVOS
Honorables Congresistas:
Estudios posteriores a la despenalización del consumo de drogas,  

indican que el consumo de sustancias sicoactivas ha aumentado y se ha 
convertido en el país en un problema prioritario de salud pública. Por 
esta razón, es imperioso, a juicio del Gobierno Nacional, adicionar el 

establecer sanciones diferentes a la privación de la libertad, al porte 
de sustancias estupefacientes o psicotrópicas para uso personal, como 

-
lizadores y rehabilitadores. Y adicionalmente, imponiendo al Estado, 
de un lado, la tarea de dedicar especial atención al adicto como a los 

principios que contribuyan a prevenir comportamientos que afecten el 
cuidado integral de la salud de las personas y, de contera, a la comuni-
dad, y del otro, desarrollar permanentemente campañas de prevención 
contra el consumo de drogas y a favor de la recuperación de los adictos. 
Finalmente, la reforma propone que, en caso de imponerse sanción con-
tra estas personas, en ningún caso constituirá antecedente penal.

Este proyecto de acto legislativo tiene, como fundamento, los pre-
ocupantes resultados arrojados por los estudios realizados en materia 

en especial, en razones de protección a la salud de la persona, como 
derecho constitucional fundamental de esta, las cuales hacen proceden-
te la presente iniciativa. Igualmente, es fundamental hacer efectiva la 
obligación a cargo del Estado de adoptar las acciones y medidas nece-
sarias para garantizar la protección y la recuperación de la salud de las 
personas, mediante el desarrollo permanente de campañas de preven-
ción contra el consumo de drogas y en favor de la recuperación de los 
adictos.
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Considerando, así mismo, que toda persona tiene el deber de pro-
curar el cuidado integral de su salud y la de su comunidad. Lo que le 
impone asumir acciones para no atentar contra ella, en cuanto constitu-
ye un derecho y un deber para la persona como tal y como parte de su 
esencia y razón de existencia, así como para la comunidad como parte 
integrante de ella que lo es.

Cabe destacar que la proposición, que somete a consideración del 
honorable Congreso de la República el Gobierno Nacional, no pretende 
penalizar con medida privativa de la libertad al infractor de la conducta 
prevista en la norma, tanto así que su objetivo consignado en la reforma 
pretende establecer que en ningún caso la sanción aplicable constituya 
antecedente penal. Si bien, durante la vigencia de la Ley 30 de 1986, 
el porte y el consumo de cualquier estupefaciente eran penalizados, 

droga psicoactiva, o se le descubriera la posesión de la misma, estaría 
destinado a ir a la cárcel; en esta ocasión, el Gobierno ha considerado 
pertinente proponer en consonancia con su política nacional e interna-

derechos individuales y colectivos de la población, particularmente de 
los jóvenes y niños, así como con el compromiso de gobierno asumido 
por el Presidente de la República frente a sus conciudadanos, para que 
sea el legislador el que reglamente cómo se harán efectivas sanciones 
no privativas de la libertad a quienes sean detenidos o capturados con-
sumiendo en lugares públicos, o portando sustancias alucinógenas o 
adictivas para uso personal. 

I.  OBJETIVOS DEL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO
El proyecto de acto legislativo pretende los siguientes objetivos: 
1°. Garantizar la protección del derecho a la salud pública de la po-

blación amenazada por el consumo en lugares públicos, y por el porte 
de sustancias estupefacientes o psicotrópicas, considerando el deber 
que toda persona tiene a procurar el cuidado integral de su salud y el de 
la comunidad.

2°. Que el legislador establezca sanciones no privativas de la libertad 
al consumo y porte de sustancias estupefacientes o psicotrópicas para 
uso personal.

3°. Que el Estado desarrolle, en forma permanente, campañas de 
prevención contra el consumo de drogas o sustancias estupefacientes, y 
en favor de la recuperación de los adictos, y

4°. Que el Estado dedique especial atención al adicto y a su fami-
lia para fortalecerla en valores y principios que contribuyan a prevenir 
comportamientos que afecten el cuidado integral de la salud de las per-
sonas y por ende de la comunidad.

II.    ASPECTOS QUE ABORDA EL PROYECTO
El proyecto de acto legislativo contiene una reforma sustancial a la 

Carta Política, y de profundo impacto para la protección del derecho a 
la salud de las personas, razón por la cual este proyecto amerita un aná-
lisis minucioso y cuidadoso, que aborde los siguientes aspectos:

2.1 -

Estudios posteriores a la despenalización del consumo de drogas en 
1993, indican que el consumo de sustancias psicoactivas ha aumentado y 
se ha convertido en el país en un problema prioritario de salud pública.

Como se señaló en la exposición de motivos al proyecto de acto 
legislativo, los diferentes estudios realizados en el país para medir la 
magnitud del consumo de sustancias psicoactivas desde 1992 hasta 
20041, demuestran las siguientes tendencias:

Un incremento del 0,6% en el consumo alguna vez en la vida de 
sustancias ilegales, pasando de 5,9% en 1992 y 6,5% en 1996.  Según 
los expertos, este aumento se debe a que hay más personas consumido-
ras de droga en el país, hay más consumo entre jóvenes, cada vez más 
mujeres usan droga y permanentemente salen al mercado nuevas drogas 
que captan nuevos usuarios.

1 De los estudios de consumo realizados en Colombia solo los dos primeros 1992 
y 1996 son comparables. Los demás dadas su metodología, muestra, objetivos y 
otras características no son comparables estadísticamente, DNE.

Según el estudio de Salud Mental Colombia 20032, el 10,6% se ajus-
ta a alguno de los diagnósticos por trastorno de sustancias (abuso de 
alcohol, dependencia de alcohol, abuso de drogas, dependencia de dro-
gas, dependencia de nicotina). De acuerdo con este mismo estudio, las 
drogas de mayor consumo en la vida son la marihuana 11,1%, cocaína 
3,7%, y los tranquilizantes 2,6%.

Otro estudio, la Encuesta Nacional sobre Consumo de SPA3 en jó-
venes Escolares, de 2004, calculó en 9,9% la prevalencia de vida para 
tranquilizantes, 7,6 % para marihuana, 5,6% para estimulantes, 3,8% 
para solventes/ inhalantes, para edades entre 12 y 17 años. 

La Encuesta de Jóvenes realizada en 2003, muestra un alarmante 
indicador de consumo de tranquilizantes en esta población, incluso por 
encima del consumo de marihuana tradicionalmente en primer lugar 
dentro de las drogas ilícitas. En efecto, este estudio calculó que el 9.9% 
de jóvenes escolarizados han consumido tranquilizantes alguna vez en 
su vida, frente al 7.6% que han consumido marihuana alguna vez.

En materia de consumo de Sustancias Psicoactivas en Colombia, a 
continuación se presentan los Resultados de la Encuesta Mundial de 
Salud Mental (ENSM) Minprotección-OMS- Universidad de Harvard:
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* Cifras tomadas del Segundo Estudio Nacional de Salud Mental y 
Consumo de Sustancias Psicoactivas-Colombia 1997; Estudio Nacio-
nal de Salud Mental, Colombia 2003

De los anteriores datos, el Estudio arroja las siguientes conclusiones:

causa-efecto entre la expedición de la Sentencia número C-221 de 1994 
y los incrementos de drogas ilícitas en el país, sí podemos observar, des-
de el punto de vista epidemiológico, una asociación en el tiempo entre 
el momento de la aparición de dicha sentencia y el incremento evidente 
en las curvas de prevalencia de consumo de marihuana y cocaína en la 
2 Estudio de Salud Mental en Colombia 2003, Ministerio de la Protección Social-

OMS/Harvard.
3 Encuesta Nacional sobre Consumo SPA en Jóvenes Escolarizados 12-17 años, 

Colombia 2004. Ministerio de la Protección Social-CICAD/OEA.
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población colombiana entre los 12 y 60 años como lo corroboran las 

Sustancias Psicoactivas Colombia 1997 y el Estudio Nacional de Salud 
Mental, Colombia 2003.

– Llama la atención que medicamentos no formulados se consumen 
más que la marihuana y la cocaína.

– El consumo de alcohol se mantiene similar a través de los grupos 
de edad, con tendencia al incremento.

– Es indiscutible la relación entre el consumo de drogas y el cri-
men.

– Algunas drogas, debido a su capacidad de provocar un consumo 
compulsivo y adictivo, llevan más que otras a provocar una conducta 
criminal. Y mientras mayor sea el consumo de drogas, mayor es el ries-
go de estar involucrado en delitos más graves que la simple posesión y 
consumo de la droga.

– Los consumidores de drogas se involucran con más frecuencia en 
crímenes, y la probabilidad de tener antecedentes penales es mayor que 
en el caso de los que no consumen drogas. 

– A medida que aumenta el consumo de drogas, aumenta igualmente 
el número de delitos que la persona comete. 

-
-

tió el delito que llevó a su encarcelamiento.
– El consumo de drogas es especialmente elevado en personas encar-

celadas por haber cometido crímenes violentos. 
– A menudo el consumo de drogas empieza antes del primer roce con 

el sistema penal. 
– Violencia es común en la distribución de drogas ilícitas, y muchos 

– Un alto porcentaje de víctimas de homicidio están drogadas al mo-
mento de morir.

– Hay una tendencia al incremento de consumo de medicamentos no 
formulados.

– Se observa un ligero incremento del consumo de marihuana; igual 
sucede con el consumo de cocaína. Especialmente a partir de 1993.

– Se carece de una política represiva para enfrentar el crecimiento 
-

plicar penas privativas de la libertad.
– La gente empieza consumiendo alcohol; después tabaco; posterior-

mente medicamentos y marihuana y por último se inicia el consumo de 
cocaína.

– En alcohol, la probabilidad de consumo es mayor en los jóvenes; 
en tabaco, la probabilidad de consumo es mayor en los adultos; los me-
dicamentos en jóvenes y adultos; la marihuana en adultos y la cocaína 
en adultos.

– En general las probabilidades de consumo de drogas son mayores 
en hombres.

– Hay mayor probabilidad de consumo de alcohol en personas sin 
estudio o con primaria.

– Hay mayor probabilidad de consumo de tabaco, medicamentos y 
marihuana en primaria y secundaria.

– Hay mayor probabilidad de consumo de cocaína en secundaria.
– Por otra parte, la probabilidad de consumo de tabaco, medicamen-

tos y cocaína es mayor en personas trabajando o estudiando.
– Hay mayor consumo de todas las drogas tanto legales como ilega-

les en personas de mayores ingresos.
– Una de cada 10 personas ha sufrido de trastornos por drogas algu-

na vez en la vida.
– En el último año, 3 de cada 100.
– En el mes previo al estudio, 1 de cada 100.

– El principal problema por drogas en Colombia es el abuso de alco-
hol (1 de cada 10).

– Aproximadamente 2 de cada 100 abusan de drogas y 1 de cada 200 
tienen dependencia de drogas.

– Cuando se analiza según genero, el principal problema es abuso y 
dependencia de alcohol en hombres.

-

Distrito Capital.
– Los trastornos por consumo de drogas aparecen a menor edad. Si-

guen en su orden la dependencia de drogas y el abuso de drogas.
– Por edad de inicio aparece primero la dependencia y el abuso de 

drogas.
– Varios años más tarde el abuso y dependencia de alcohol y la últi-

ma en aparecer es la dependencia al tabaco.
– En general una persona con cualquier trastorno por drogas se de-

mora aproximadamente 11 años en buscar tratamiento especializado.
– Comparando con 13 países con diferentes niveles de desarrollo 

participantes en la Encuesta Mundial de Salud Mental de la OMS, Co-
lombia ocupa un cuarto lugar en trastornos por drogas después de Ucra-
nia, Estados Unidos y Holanda.

 (últimos 12 meses)
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OBJETIVOS DEL ESTUDIO EN COLOMBIA
Pretende dar respuesta a:
¿Qué tan extendido está el consumo de drogas en el país?
¿Cuáles son los trastornos más importantes y quiénes los padecen?
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¿Existen variaciones regionales?
¿Cómo se distribuye en los diferentes grupos de la población?
¿Cómo se hace uso de los servicios?
¿Qué tanta discapacidad está asociada con el consumo de drogas?
¿Cuál es la situación de Colombia comparada con otros países?

•
•
•
•
•

Ministerio del Interior y de Justicia                           
República de Colombia
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-

En materia del tratamiento al fenómeno del porte y el consumo de 
sustancias estupefacientes o psicotrópicas, existen dos tendencias uni-
versalmente aceptadas: o bien una política represiva y sancionatoria 
para quienes portan o consumen estas sustancias, o una política preven-
tiva que no imponga sanciones sino acciones educativas y rehabilitado-
ras para estas personas.

abril de 2007 emanadas del Observatorio Europeo de Drogas y Toxico-
manía y del Congreso de los Estados Unidos, se llega a las siguientes 
conclusiones:

Mientras que en los Estados Unidos, según un estudio elaborado so-
bre el consumo de drogas estupefacientes o psicotrópicas en los años 
2001 y 2006, bajó en un 10% (esto incluye esencialmente drogas como 
la cocaína y la marihuana), el consumo de drogas de estas especies en 
general se redujo en un 23%, y ello, como consecuencia de la adopción 
de una política represiva y sancionadora. 

Por su parte, en Europa, con una política preventiva y permisiva, 
aumentó el consumo de cocaína entre uno y 10% en consumidores entre 
15 y 34 años de edad.

Lo anterior demuestra que la persistencia en la represión al consumo 
de drogas es efectiva y produce resultados positivos. Mientras Estados 
Unidos con una política represiva redujo el consumo, en Europa que 
aplica una política permisiva, el consumo de cocaína está aumentando 

las tradicionales como el bazuco, la marihuana y la heroína, a drogas de 
diseño como el éxtasis.

Pero aun más, el aumento del consumo de sustancias estupefacientes 
o psicotrópicas en los países europeos, como ha venido ocurriendo en 
Colombia, ha generado un incremento en la violencia, la delincuencia, 
el abandono escolar y académico, los embarazos precoces, la acciden-
talidad y el ausentismo laboral, entre otros.

Es preciso agregar a partir de las estadísticas obtenidas, como de las 
recomendaciones y estudios realizados por los expertos, que, tal como 
lo propone el texto del proyecto de acto legislativo, es preciso, en ma-
teria del tratamiento del consumo y el porte de sustancias estupefacien-
tes o psicotrópicas para uso personal, acoger una política mixta que 
combine acciones represivas y preventivas, y no exclusivamente unas 
u otras.

Acciones represivas, facultando al legislador para establecer, estric-
-

vativas de la libertad a quienes, en lugares públicos, consuman o porten 
sustancias estupefacientes o psicotrópicas para uso personal. Sanciones 
que en ningún caso constituirán antecedentes penales para el infractor.

Acciones preventivas, encaminadas a que el Estado dedique especial 
atención al adicto y a la familia para fortalecerla en valores y principios 
que contribuyan a prevenir comportamientos que afecten el cuidado in-
tegral de la salud de las personas y, por consiguiente, de la comunidad, 
y a que desarrolle permanentemente campañas de prevención contra el 
consumo de drogas o sustancias estupefacientes y en favor de la recu-
peración de los adictos. 

De esta manera, se propone, en esta iniciativa constitucional, una 
solución que combina las dos modalidades de políticas públicas para el 
tratamiento del consumo de la dosis personal: acciones represivas cuyo 
desarrollo se deja en manos del legislador, para que este imponga san-
ciones no privativas de la libertad para enfrentar el consumo y el porte 
de la denominada dosis personal, y acciones preventivas, a cargo del 
Estado, para proteger la salud de la persona adicta como de su familia, 
y para promover campañas educativas y de prevención contra el consu-
mo. De esa manera, el Gobierno acoge la solución de no llevar a estas 
personas a un centro de reclusión por el hecho de consumir o portar en 
lugares públicos la conocida dosis personal; sino, por el contrario, de 
decirles que esa conducta está mal en cuanto atenta contra su salud y la 
de la comunidad, y socializarla hacia una política de prevención.

b)
-

A continuación se presentan las principales disposiciones que se 
ocupan de la regulación del consumo y porte de sustancias alucinóge-
nas y psicotrópicas:

1.

Colombia, así como con la importación y uso de sustancias químicas 
para el procesamiento de alcaloides y de sustancias que producen adic-
ción. En lo que tiene que ver con consumo, reglamenta las campañas 
de prevención y programas educativos para evitar el uso de drogas y 
dispone la creación de la Dirección Nacional de Estupefacientes.

-
nes, entre ellas se destacan las realizadas por la Corte Constitucional a 
través de la Sentencia C-221 de 1994, la cual despenalizó el consumo y 
porte de la dosis personal, y las establecidas por el nuevo Código Penal 

y pecuniarias para los delitos relacionados con estupefacientes.
2.

en el nuevo Código Penal, bajo el Título XIII “de los delitos contra la 
Salud” y el Título X “Delitos contra el orden económico social”.  En 
el Capítulo 2,  artí-

de cultivos de los que puedan producirse drogas adictivas; en el artículo 

artículo 377 se contempla la destinación ilícita de muebles e inmuebles 
en los que se elabore, almacene o transporte, venda o use drogas ilíci-
tas; en el artículo 378 se penaliza el estímulo al uso ilícito de dichas 
sustancias; en el artículo 381 penaliza el suministro de drogas ilícitas a 

para el procesamiento de narcóticos.
En estos títulos se establecen las penas privativas de la libertad y las 

sanciones pecuniarias para estas actividades, las cuales oscilan entre 
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cuatro (4) y veinte (20) años de prisión, y multas en cuantía entre dos 
(2) y cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales.

3.
Existen otras disposiciones legales que complementan al Estatuto 

Nacional de Estupefacientes y al Código Penal. Entre estas se encuen-
tran las siguientes:

“por el cual se presentan algunas disposi-
-

cias psicotrópicas”. Este decreto establece la prohibición del uso de la 
dosis personal en lugares públicos, en establecimientos educativos, en 
presencia de menores de edad o mujeres embarazadas, en institución 
de la DNE sirve de enlace entre dicho organismo y las demás entidades 

-
presión y rehabilitación en materia de drogas que producen dependen-
cia.

• -
ra de la Dirección Nacional de Estupefacientes (DNE) y del Programa 
Presidencial para el Afrontamiento del Consumo de Sustancias Psico-
activas (RUMBOS). A partir de la vigencia de este Decreto el Programa 
Presidencial RUMBOS asume las funciones en materia de prevención 
del consumo de sustancias psicoactivas; así mismo, dispone que la 
DNE continúe con las demás funciones relacionadas con las diferentes 
manifestaciones del problema.

•

-
milia”. Sobre esta normatividad, a continuación se explican su conte-
nido y alcances.

– -

Los artículos 2° y 51 de la Ley 30 de 1986 disponen en materia del 
consumo de la dosis personal, lo siguiente:

-

sea su cantidad”.
…

-
-

-

-

el cual se prolongará por el tiempo necesario para la recuperación de 
-

-

En relación con estas disposiciones, el artículo 51 trascrito fue decla-
rado inexequible por la honorable Corte Constitucional en la sentencia 
C-221 de 1994, por considerarse violatorio del derecho fundamental al 
libre desarrollo de la personalidad. Según la Corte, “Si el derecho al li-

-
cionales”.

Después de que la honorable Corte Constitucional considerara que 
la dosis personal de algunas drogas no podría considerarse como una 
conducta punible (Sentencia C-221 de 1994), el legislador expidió la 

conductas que no fueron objeto de análisis de constitucionalidad por 
parte de la Corte en la sentencia mencionada.

-
nales penales y policivas, la mayor parte de ellas referida al consumo 
de estupefacientes o sustancias adictivas en presencia de menores, en 
establecimientos educativos o en lugares aledaños a estos4. Estas dis-
posiciones establecen:

“ARTICULO 1°. 

-

-
les en caso de reincidencia.

ARTICULO 2°.

ARTICULO 3°. Cuando el consumo de sustancias estupefacientes 
o alucinógenas en presencia de menores de edad se realice en lugar 

-

-

competentes.

empleo.
…

-
toricen o toleren el consumo de dosis personal de sustancias estupefa-

4 Artículo. 7°. El establecimiento de comercio de esparcimiento público, en cuyo 
interior su propietario o administrador faciliten, autoricen o toleren el consumo 
de dosis personal de sustancias, estupefacientes o que produzcan dependencia por 
parte de menores de edad o en presencia de estos, será sancionado con cierre entre 
quince (15) y treinta (30) días. En caso de reincidencia la sanción será el cierre 

 De la infracción prevista en el artículo anterior, conocerán los 
Inspectores Municipales de Policía de conformidad con el procedimiento previsto 
en el Libro Primero del Código Contencioso Administrativo.
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-

-

-

Cabe anotar que para las contravenciones penales, se establecía que 
la competencia para su investigación y juzgamiento competía a los jue-
ces penales municipales; mientras que para la contravención policiva 
(que hace referencia al propietario o administrador de un establecimien-
to de comercio que tolera el consumo), se establecía una sanción aplica-
ble por los inspectores de Policía.

Adicionalmente, el artículo 5° de la precitada Ley 745 señala el 
procedimiento penal aplicable a tales contravenciones, en los siguien-
tes términos: serán competentes para conocer de las contravenciones 

municipales, con sujeción al procedimiento previsto para las contra-
venciones especiales en los artículos 21, inciso 1°, 22, 23, 24 y 26 de la 
Ley 228 de 1995, que para este efecto conservará su vigencia. En todo 
caso, se aplicarán los principios rectores del Código de Procedimiento 
Penal.

Dicho precepto dispone:
-

con sujeción 

artículos 21, 22, 23, 24 y 26

principios rectores del Código de Procedimiento Penal.

Corte Constitucional
-

tencia 4

La expresión que señalaba el procedimiento aplicable, fue declarada 
inexequible por la Corte Constitucional, a través de la Sentencia C-101 
de 2004, al considerarse que la remisión a algunos artículos de una ley 
derogada (Ley 228) violaba el principio de legalidad en materia procesal. 
Al respecto dijo la Corte:

-

-

-

-
rará la Corte”.

En conclusión, a partir de la providencia citada de la honorable Corte 
Constitucional, hoy en día no existe un procedimiento aplicable a las con-

travenciones previstas en los artículos 1°, 2° y 3° de la Ley 745 de 2002, 

jurídico una serie de conductas relacionadas con la sanción al consumo 
de sustancias estupefacientes y que generan adicción cuando la misma 
se realiza en presencia de menores, en establecimientos educativos o en 
lugares aledaños, los funcionarios judiciales carecen en la práctica de he-

carencia del procedimiento para judicializar estas conductas, como en la 
práctica ha venido ocurriendo a partir de la expedición de la mencionada 
providencia.

Lo anterior, es decir, la existencia de normas que sancionan el con-
sumo de sustancias estupefacientes equivalentes a la dosis personal en 
establecimiento educativo o en presencia de menores pero que carecen 
por virtud de decisión judicial de la Corte Constitucional de un proce-
dimiento que permita judicializar a los responsables por la comisión de 
estas conductas, llevó al Gobierno Nacional a incorporar en el proyecto 
de ley de pequeñas causas (que al momento de radicarse el presente pro-
yecto de acto legislativo aún no había sido sancionado ni promulgado) 
las mismas contravenciones incluidas en la Ley 745 de 2002, pero con el 
procedimiento que permite sancionar a quienes incurren en ellas.

Sin embargo, como se ha venido señalando a lo largo de esta exposi-
ción de motivos, la existencia de algunas disposiciones legales como las 
incorporadas en la Ley 745 de 2002 y en el proyecto de ley de pequeñas 

dosis personal en presencia de menores o en establecimientos educativos, 

gran incremento en los índices de consumo de sustancias estupefacientes 
o psicotrópicas y de adicción, particularmente en los menores de edad, 
y un debilitamiento en la salud de la población. Fenómeno que requiere 
ser abordado de una manera más compleja y amplia, como una política 
estatal de protección a la salud pública, que permita al legislador esta-

-
tivas a la libertad para quienes porten o consuman en lugares públicos 
sustancias estupefacientes o psicotrópicas para uso personal. Sanciones 
que en ningún caso constituirán antecedente penal para el infractor de la 
norma. Adicionalmente, esta iniciativa integral pretende que se imponga 
al Estado la obligación de dar especial tratamiento al adicto y a su núcleo 
familiar, como instrumento de prevención para el cuidado integral de la 
salud de la persona y de la comunidad.

– Regulación normativa comparada
-

te y consumo de sustancias alucinógenas y adictivas, es la Convención de 
-

plementar las medidas previstas en la Convención Unica sobre Estupefa-
cientes de 1961 y la Convención sobre Sustancias Psicotrópicas de 1971. 

cual incorpora una metodología represiva tanto para los consumidores, 

En el tema de los consumidores de estupefacientes, la Convención de 
Viena de 1988, asume una posición más fuerte en relación con las dos 
anteriores convenciones. El consumidor deja de ser un enfermo psiquiá-
trico, que requiere ayuda sicológica y social, para convertirse en una per-
sona que merece ser sancionada. Es importante aclarar que se mantiene 
la libertad de penalizar o no el consumo; aun cuando esta actividad sea 
considerada un delito, los Estados miembros pueden reemplazar las ac-
ciones penales por medidas alternativas.

-
milares a las establecidas por las Convenciones de 1961 y 1971. En estas 
se destaca el carácter ilegal que tienen dichas actividades y la necesidad 
de desarrollar la lucha contra las drogas bajo el marco de cooperación 
internacional. Uno de los retos que asumió esta Convención del 88 fue la 
de reglamentar cuidadosamente el lavado de activos.

-

a)
La política de la ONU en materia de drogas fue establecida de ma-

nera expresa en la Sesión Especial de la Asamblea General en Nueva 
York, en junio de 1998, reconocida posteriormente por la resolución de 
la Asamblea General del 24 de enero de 2002. En esta Sesión Especial, 
los Estados miembros y la Organización de las Naciones Unidas hicieron 
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reducción de la oferta y la demanda de drogas ilícitas en el mundo. La 
Declaración también obliga a los Estados a adoptar estrategias, progra-

reducir totalmente este problema para el año 2008.
Otro aspecto fundamental en esta Asamblea fue el establecimiento de 

un “Plan de Acción”, que contempla los principios rectores para la re-
ducción de la oferta y la demanda. Por otro lado, se incorpora el término 
de equilibro, en el sentido de reconocer la corresponsabilidad que existe 
entre países oferentes y demandantes, es decir, un marco de responsabi-
lidad compartida.

Si se analizan las declaraciones, las acciones y los programas de la 
-

hibicionista, a través de la consolidación e institucionalización de una 
política punitiva, que se separa considerablemente de la idea de despe-
nalización o legalización de las drogas ilícitas. Es importante mencionar 
que la ONU no ha usado sus instrumentos de represión (sanciones) para 

de drogas ilícitas;
b)
La Organización de los Estados Americanos (OEA) ha asumido un rol 

importante en la lucha de las drogas en el continente. Para cumplir con 
este papel creó tres instancias especializadas: la Comisión Interamericana
para el Control del Abuso de Drogas (CICAD), el Observatorio Interame-
ricano sobre Drogas (OID) y la Red Interamericana de Telecomunicacio-
nes para el Control de Drogas (RETCOD).

La CICAD fue creada en 1986, por la Asamblea General en Guatema-

de drogas, al igual que velar por el cumplimiento del Programa Intera-
mericano de Acción de Río de Janeiro. Por su parte, el OID cumple una 
función de apoyo, a través de la elaboración de instrumentos estadísticos 
sobre el tema para uso de la CICAD y de los Estados miembros. Por úl-
timo, RETCOD busca dotar al continente de un sistema computarizado 

El objetivo de la OEA en este tema es atacar el problema de los estupe-
facientes de manera integral, basándose en el principio de la cooperación 
transnacional y a través del compromiso de los países productores, como 
de los consumidores. Es importante destacar que en esta organización 
recae una gran responsabilidad internacional en la lucha contra las drogas 
ilícitas, ya que es en el continente americano donde se concentran las 
dos manifestaciones del problema: la oferta en el Sur y la demanda en el 
Norte.

en una política prohibicionista, ya que todos sus esfuerzos se centran en 
la eliminación y castigo de todas las manifestaciones del problema, ha-

-
-
-

La problemática del consumo y porte de sustancias alucinógenas y psi-
cotrópicas requiere, según ha demostrado la práctica cotidiana de herra-

y porte ilegal de las mencionadas sustancias con medidas no privativas 
de la libertad.

Es preciso, en consecuencia, adoptar normas superiores que aseguren 
la garantía de los principios constitucionales, dentro de los cuales subya-
ce el de la protección de los derechos fundamentales, como el de la salud, 
al igual que con el deber que toda persona tiene a procurar el cuidado 
integral de su salud y la de su comunidad. Y que adicionalmente, una vez 
establecido el precepto superior, este faculte al legislador ordinario para 
que adopte medidas que se encaminen a la protección de ese derecho 
y deber, amenazado o vulnerado, según el caso, por una conducta que, 
como el porte o el consumo en lugares públicos de sustancias estupefa-
cientes o psicotrópicas para uso personal, en sí misma incumbe a toda la 
sociedad, al Estado y por supuesto, a quien la observa. Medidas dirigidas 
a sancionar con penas no privativas de la libertad, que además no consti-

tuyan antecedentes penales para el infractor de la norma, a quienes porten 
o consuman en lugares públicos, sustancias estupefacientes o psicotrópi-
cas para uso personal.

El Estado y la sociedad deben dirigir sus acciones a la protección de la 
población, con miras a garantizar su desarrollo físico, mental, moral, es-
piritual y social, así como sus condiciones de libertad y dignidad. Y para 
evitar que la falta de sanción –con penas no privativas de la libertad– al 
porte o consumo de estas sustancias estupefacientes o psicotrópicas siga 
produciendo graves efectos en la salud, es por lo que planteamos al ho-
norable Congreso que apruebe adicionar al texto del actual artículo 49 de 
la Carta Política, una facultad al legislador para establecer sanciones no 
privativas de la libertad a quienes porten o consuman en lugar público 
sustancias estupefacientes o psicotrópicas para uso personal, en la me-
dida en que aquellas resulten aconsejables para garantizar los derechos 
individuales y colectivos, como el de la salud, así como en especial, para 
que se haga efectivo el deber que toda persona tiene, en desarrollo de 
los artículos 49 y 95 de la Carta Política, de procurar el cuidado integral 

pertinencia a estas medidas protectoras de la salud, se le señala al Estado 
la obligación de desarrollar una activa campaña de prevención contra la 
drogadicción y la recuperación de los adictos.

No cabe duda, que un Estado debe tener la posibilidad de limitar o san-

venta, sino en especial, el consumo en lugar público de estupefacientes y 
psicotrópicos cuando ese consumo, particularmente referido al uso perso-
nal, amenace el interés común, o atente contra los derechos del otro o aún 
contra sus propios derechos, como lo sería, poner en riesgo la salud de 
la propia persona que incurre en el consumo de estas sustancias, siendo 
mandato constitucional el que la persona procure el cuidado de su propia 
salud y la de la comunidad. 

Ahora bien, aunque el artículo 49 de la Carta Política se ocupa de 
consagrar la garantía a toda persona de su derecho al acceso a los servi-
cios de promoción, protección y recuperación de la salud, imponiendo 
obligaciones al Estado para su satisfacción conforme a los principios de 

correlativa, que a título de deber le corresponde a la persona misma, en 
cuanto sujeto de derechos y deberes lo es, y como miembro de la socie-
dad, cuando le impone procurar el cuidado integral de su salud y la de su 
comunidad.

Sin embargo, la norma constitucional carece de un mandato expreso 
-

lizadores y rehabilitadores, sanciones a quienes porten o consuman en 
lugares públicos, sustancias estupefacientes o psicotrópicas para uso per-
sonal, en cuanto hacerlo puede poner en grave riesgo la salud de la perso-
na y la salud de la comunidad. Pero además, y dentro de ese propósito, es 
fundamental asignar al Estado la obligación de dedicar especial atención 
al adicto y a su núcleo familiar para prevenir comportamientos que afec-
ten el cuidado integral de la salud de las personas y consecuentemente 
de la comunidad, para lo cual debe adelantar campañas de prevención 
contra el consumo de drogas o sustancias estupefacientes, así como para 
la recuperación de los adictos.

La atención de la salud y el saneamiento ambiental son servicios pú-
blicos a cargo del Estado, e impone a toda persona el deber de procurar el 
cuidado integral de su salud y la de la comunidad. El precepto del artículo 
49 constitucional atribuye, entonces, al Estado la prestación de esos dos 
servicios esenciales, y señala, que a pesar de libertad reconocida consti-
tucionalmente a los individuos, les crea el deber de cuidar de su salud, 
la de la comunidad y el deber consecuencial de omitir todo aquello que 
pueda perjudicarlas.

Es claro que el Gobierno con este proyecto de acto legislativo, propo-
ne establecer los instrumentos adecuados para garantizar la protección 
del derecho a la salud pública de la población afectada por el consumo de 
sustancias estupefacientes o psicotrópicas en lugares públicos, así como 
permitir al legislador sancionar con penas no privativas de la libertad, 
el consumo y el porte de sustancias estupefacientes o psicotrópicas para 
uso personal, las que en ningún caso darán lugar a constituir antecedente 
penal.
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Y no cabe duda de la lectura del artículo 49 superior, que es deber de 
toda persona procurar el cuidado integral de su salud y la de su comu-
nidad, el cual no puede entenderse como loable deseo del constituyente 

-
cias jurídicas. Pero es particularmente relevante para el Estado, como un 
componente de política de salud pública, crear los instrumentos idóneos 
y necesarios, y adoptar las acciones para: evitar el consumo, particular-
mente en lugares públicos, de drogas o sustancias que generan adicción, 
en cuanto afecta gravemente la salud de la persona como de la comuni-
dad, y para proteger, promocionar y recuperar integralmente la salud de 
la persona.

Ahora bien, facultar por mandato constitucional al Congreso para san-
cionar el porte y el consumo de sustancias estupefacientes y psicotrópi-
cas en lugares públicos, no es atentar contra la libertad del individuo, ni 
contra el libre desarrollo de la personalidad, sino por el contrario, com-
plementar los programas de educación y prevención que el Estado debe 
adelantar para evitarlos con una pena no privativa de la libertad, pero que 

-
cuencia. Al Estado corresponde, pues, educar, prevenir y castigar conduc-
tas contrarias a derecho y que atenten contra la salud y la integridad de las 
personas y, por consecuencia, no puede adoptar una posición permisiva 
ante la destrucción de la personalidad humana so pretexto de respetar su 
libre desarrollo. Nada más opuesto al Estado social de derecho que la 
indiferencia frente al mal que sufre el prójimo.

Dentro de una política integral de lucha contra la droga como la co-
lombiana donde se sanciona, se extradita, se extingue el dominio, se in-
vierten millonarios recursos en campañas de fumigación y erradicación 

el consumo y porte en lugares públicos de sustancias estupefacientes o 
psicotrópicas para uso personal, no sea penalizada. Advirtiendo que la 
propuesta de reforma constitucional deja en manos del legislador esta-
blecer las penas a imponer, que en ningún caso podrán ser privativas de 
la libertad. 

y preventivas para enfrentar este fenómeno tan grave particularmente en 
la población joven, sino que es imprescindible sumar a ellas acciones 
represivas, como la imposición de sanciones a quienes incurran en estas 
conductas.

Es el clamor popular que ha recogido el Presidente de la República a 
lo largo de casi 5 años de Gobierno en cada uno de los consejos comu-
nales realizados, para que se sancione el porte y consumo de drogas para 
uso personal, conducta esta tan lesiva para la salud de la persona, de su 
núcleo familiar, de la comunidad en general, y particularmente según las 
estadísticas brindadas por diferentes fuentes, para la juventud. A través de 
la dosis personal, se está no solo permitiendo el consumo masivo por la
juventud, atentando contra su integridad personal y su salud, sino con-

argumento siempre esgrimible ante las autoridades de policía, de portar la 
dosis para uso personal, la cual no se encuentra penalizada en Colombia a 
partir de la sentencia de la Corte Constitucional, se dedican al expendio, 

gravísimos efectos tanto para la persona como para el Estado colombiano 
dentro del contexto de la lucha internacional contra las drogas.

Es por ello, que una política represiva en materia de lucha contra el 
consumo y el porte de drogas, con normas sancionadoras con penas no 

combine elementos de una política permisiva. 
En efecto, una solución idónea, es aquella que combina las dos mo-

dalidades de políticas públicas para el tratamiento del consumo de la do-
sis personal: acciones represivas, cuyo desarrollo se deja en manos del 
legislador, para que este imponga sanciones no privativas de la libertad 
para enfrentar el consumo y el porte de la denominada dosis personal, 
y acciones preventivas, a cargo del Estado, para proteger la salud de la 
persona adicta como de su familia, y para promover campañas educativas 
y de prevención contra el consumo. 

Por todo lo anterior, estimamos que con la reforma constitucional pro-
puesta, se brinda una respuesta efectiva a un problema que aqueja grave-
mente al país, que atenta con el consumo de la dosis personal contra la 

salud de las personas y de la comunidad, y que pone en riesgo la integri-
-

cionatorio con penas no privativas de la libertad, con campañas estatales 

la comunidad.
De los honorables Congresistas,
El Ministro del Interior y de Justicia,

Carlos Holguín Sardi.
El Ministro de la Protección Social,

Diego Palacio Betancourt.
SENADO DE LA REPUBLICA

Secretaría General (art. 139 y ss Ley 5ª de 1992)
El día 30 del mes de julio del año 2007 se radicó en este despacho el 

Proyecto de Acto Legislativo número 04, con todos y cada uno de los 
requisitos constitucionales y legales, por los Ministros  del Interior  y de 
Justicia y de la Protección Social.

El Secretario,

SENADO DE LA REPUBLICA
SECRETARIA GENERAL

Sección de Leyes
Bogotá, D. C., 30 de julio de 2007
Señora Presidenta:

número 04 de 2007 Senado, por el cual se reforma el artículo 49 de la 
Constitución Política, me permito pasar a su despacho el expediente de la 
mencionada iniciativa que fue presentada en el día de hoy ante Secretaría 
General. La materia de que trata el mencionado proyecto de acto legisla-
tivo, es competencia de la Comisión Primera Constitucional Permanente, 
de conformidad con las disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO 
DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 30 de julio de 2007
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por repar-

tido el proyecto de acto legislativo de la referencia a la Comisión Primera 
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el 

Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
La Presidenta del honorable Senado de la República.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

* * *

SENADO

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Los artículos 365, 367, 368, 369 y 370 de la Constitución 
Política quedarán así:

-

-

-
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-

-
-

-

-

-

-

-

-

-

-
-

Acción de los servicios públicos. 
-
-

Vigencia. El presente acto legislativo rige a partir de la 
fecha de su promulgación

Vocera de la Iniciativa Popular.

EXPOSICION DE MOTIVOS

Los servicios públicos son inherentes a la función social del Estado. 
Por ello, es deber de este asegurar a todas las personas residentes en el 
territorio nacional el acceso y su prestación continua, por tratarse de un 

particular en los servicios públicos domiciliarios, en la medida en que se 
orientan a satisfacer las necesidades básicas esenciales de las personas. 
Por lo tanto, “la idea de tales servicios no puede concebirse en otra forma, 
teniendo en cuenta el inescindible vínculo existente entre la prestación de 
los mismos y la efectividad de ciertas garantías y derechos constituciona-
les fundamentales de las personas, que constituyen razón de la existencia 
de la parte orgánica de la Carta y de la estructura y ejercicio del poder 

-

la vida digna, la integridad personal, la salud. 
Como quiera que los servicios públicos domiciliarios se orientan a 

satisfacer necesidades básicas esenciales de las personas, es deber del 
Estado asegurar su acceso real, entendido este, como la conectividad a 
las redes físicas de las empresas prestadoras en agua potable, alcantarilla-

residuos (aseo). Asimismo, la prestación de ellos se debe caracterizar por 

-

La Constitución de 1991 introdujo un conjunto de disposiciones di-
rigidas a instaurar un régimen de servicios públicos en el que el Estado 
cumpliese un papel protagónico. Este conjunto de disposiciones se en-
cuentra encabezado por los artículos 1° y 2° que establecen que las actua-
ciones del Estado deben estar “enderezadas a cubrir necesidades básicas 
insatisfechas y garantizar las mínimas condiciones para que la existencia 
del hombre sea acorde con su dignidad humana”.1

las particularidades de esta postura de la Constitución. Dichas particula-
ridades son las siguientes:

1.

Una manifestación clara de la ideología del Estado Social es la defensa 
de la gestión estatal como un elemento indispensable para la consecución 

la Constitución, es la gestión interventora estatal2, y que el principio del 
-

cado nacional único, “sino ante todo con la construcción de una nación 
que ofrezca a todos sus habitantes condiciones dignas de existencia”. A 
juicio de la Corte, esto implica que los servicios públicos sean inherentes 

3.

i) En primer lugar, en que el Estado se encuentra obligado a “garanti-
zar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución”

ii) En segundo lugar, que sus autoridades “están instituidas para pro-
teger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bie-

iii) Que su gestión debe estar orientada hacia el “cumplimiento de los 
deberes sociales del Estado y de los particulares”.

El primero de estos pilares fundamenta el deber del Estado de garan-
tizar el derecho a gozar de la prestación de los servicios públicos domi-
ciliarios, como una de las necesidades básicas de los ciudadanos. Dada 
la trascendencia de este derecho, la Corte Constitucional ha manifestado 
que la gestión estatal en esta materia ocupa “un alto nivel de importan-
cia dentro de las tareas y objetivos” del Estado, y que dicha gestión no 
sólo debe estar orientada hacia la simple prestación sino que además se 

integridad personal, la salud, etc.”4.
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Esta misma trascendencia ha llevado asimismo al Consejo de Estado a 
apuntar que, no obstante haberse otorgado la posibilidad de prestación de 
los servicios públicos domiciliarios a los particulares, la responsabilidad 
de la prestación de los mismos sigue siendo estatal, y que la única cuali-

además la de garantizar “el servicio a los usuarios, la cobertura, calidad y 

y redistribución de los ingresos”5.
En esta dirección, en otra sentencia también el Consejo de Estado ha 

señalado que “los servicios públicos domiciliarios (…) son inherentes a 
6. Este “en todo caso mantiene a título de 

función pública la garantía de su prestación y la regulación, control y vi-
gilancia de los servicios públicos, en particular los domiciliarios7.

El segundo pilar atribuye a las autoridades públicas ciertas compe-
tencias de gestión en materia de servicios públicos domiciliarios. Estas 
facultades se encuentran constitucionalmente consagradas en los antes 
mencionados artículos 150 numeral 238

el artículo 209, según el cual, cuando se considere necesaria la gestión 
estatal en materia de servicios públicos domiciliarios, dicha actividad es-

a que la función administrativa está al servicio de los intereses generales 
y las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el 

9, control y 
vigilancia10 del Estado sobre los servicios públicos11. Esta gestión esta-
tal, según Atehortúa Ríos, debe estar dirigida “a impedir que los servicios 
públicos sean tratados exclusivamente como simples negocios y a ga-
rantizar a los ciudadanos el acceso a los mismos en condiciones de alta 

12. A su vez, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional,13

el ejercicio de estas competencias está reservado al Estado y su ejercicio 
debe estar orientado hacia la racionalización de la economía, la mejora 
de la calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las 

ambiente sano.
Finalmente, el tercero de los mencionados pilares establece que la ges-

tión estatal debe garantizar el cumplimiento de los deberes sociales del 
Estado y de los particulares. La herramienta utilizada por el Estado para 
garantizar el cumplimiento de estos deberes, por excelencia, es la posibi-

Sobre este aspecto la Corte Constitucional señaló, en Sentencia T-140 
de 199414, que “si mediante la inadecuada prestación de este servicio 
se afectan en forma evidente derechos fundamentales de las personas, 
como puede ser el caso de la vida, la salud y la dignidad humana, enton-
ces quienes se consideren lesionados podrán hacer uso de las acciones 
constitucionales y legales pertinentes para exigir el acatamiento de las 
responsabilidades que la Carta le ha asignado al Estado. Dentro de estas 
acciones deben resaltarse la de cumplimiento y la tutela”15.

En conclusión, lo que se busca, es que estos temas neurálgicos, que 
tocan los intereses de los ciudadanos y de los entes territoriales, sean 
materia de estudio y regulación, dentro del Congreso de la República, 
conforme a los principios que inspiran nuestro Estado Social de Derecho 
y bajo la premisa de que los servicios públicos domiciliarios son inheren-

El esquema de prestación de los servicios públicos domiciliarios en 
Colombia parte de un supuesto socioeconómico irrefutable, en el país 
existe un gran sector de la población que no está en capacidad de sufragar 
los costos plenos que demanda disfrutar de unos servicios de acueducto, 
alcantarillado, aseo, energía eléctrica, telefonía básica y gas en condicio-

16.

de un numeroso sector de la población en relación con los servi-
cios públicos domiciliarios, de allí, que dentro de las reglas que se deben 
observar en la estructuración del régimen tarifario deba tenerse en cuenta, 
el sistema de subsidios que se otorgarán a las personas de menores ingre-
sos para que puedan asumir el valor de las tarifas de los servicios públicos 
que les permitan cubrir sus necesidades básicas.

Es claro y no hay lugar a equívocos, que los costos de los servicios 
públicos, por la forma desproporcional como se han incrementado, se han 

convertido en una disminución real del ingreso de las familias colombia-

índices de pobreza en el país.
Ahora bien, el tema de los subsidios, no deberá seguir considerándose 

como una opción, sino como un imperativo para las entidades públicas, 
-

zarlas en sus presupuestos conforme a los planes de desarrollo, para lo 

Estos subsidios, deben tener un carácter obligatorio para los usuarios 
de los servicios públicos de los estratos 1, 2 y 3, en relación con sus con-
sumos básicos o de subsistencia.

La complejidad del tema, amerita convocar a todos los actores de los 
servicios públicos domiciliarios en el país, para que en forma solidaria 
apoyen esta iniciativa, en razón, que su objetivo principal será lograr un 
equilibrio entre quien presta y usa el servicio. Tarea, en que el Estado 
juega papel importante, por sus funciones de intervención, planeación, 
regulación y control de los servicios públicos y por su obligación de crear 

de la cobertura y en las garantías de los subsidios para los estratos so-
cioeconómicos más bajos del país. 

En este sentido, la garantía para los prestadores del servicio del cobro 

mandato constitucional de la solidaridad y redistribución de ingresos di-
rigido no solo a todos los usuarios sino también al Estado en cada uno de 
sus niveles territoriales. En efecto, si bien, por una parte, se le impone a 
los usuarios de los estratos 5 y 6 y a los usuarios industriales y comercia-
les el deber de contribuir al pago del servicio de los usuarios pertenecien-
tes a los estratos 1, 2 y 3, también al Estado le asiste la responsabilidad 

de subsidios, que tienen su fuente en los aportes de bienes o derechos que 
las entidades públicas hacen a la empresas de servicios públicos y a los 
presupuestales directos. 

En el sentir de Javier Ramírez Gómez17, la falta de fuerza vinculante 
del actual artículo 368 de la Constitución Política, “(…) se produce desde 
la propia Constitución Política, por cuanto en ella (artículo 358) se ha 
debido establecer el otorgamiento de los subsidios no como una facultad 
o potestad de la Nación, los departamentos, distritos, municipios y enti-
dades descentralizadas, sino como una obligación expresa y directa que 
permitiera exigir del Estado a través de cada una de sus entidades territo-
riales un mayor grado de compromiso con este tema.

Probablemente algunos argumentarán que la Constitución no podrá 
hacer tal cosa porque estamos en últimas frente a un derecho de presta-
ción sujeto a la disponibilidad o no de recursos por parte de la entidad 
territorial. No obstante, disiento de quienes así puedan pensar porque 
establecer el otorgamiento de los subsidios como una obligación de las 
entidades mencionadas en el artículo 368 de la Carta Política, es primero 
que todo reconocer la realidad socioeconómica del país, en la que la ma-
yoría de los municipios sólo tienen estratos 1, 2 y 3 y por su parte en las 
ciudades grandes al menos un 60% de la población pertenece a esos mis-
mos estratos, es decir, las empresas prestadoras tendrán que enfrentarse 
a una realidad ineludible, la gran mayoría de los usuarios carece de los 
recursos para sufragar el costo total o real de la tarifa. Pero, por encima de 

como una obligación para las entidades territoriales simplemente porque 
de esta forma se daba un tratamiento armónico y coherente a la materia. 
En efecto, mi posición encuentra sustento en lo dispuesto por una parte 
en el artículo 365 de la Constitución que textualmente dice: Los servicios 

-

nacional.
Y por otra parte, en el contenido del artículo 366 de la Carta Política, 

nos indica que:
El bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de la po-

su actividad la solución de las necesidades insatisfechas de salud, educa-
ción, de saneamiento ambiental, y de agua potable.

Para tales efectos, en los planes y presupuestos de la Nación y de las 
entidades territoriales, el gasto público social tendrá prioridad sobre cual-
quier otra asignación.
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Uno de los principales escollos que deben enfrentar las empresas pres-

no están en capacidad de asumir los costos reales de los mismos y es 

las entidades territoriales, quienes francamente no se sienten en la obli-
gación de conceder subsidios, así lo demuestra la cantidad de fondos de 
solidaridad y distribución de ingresos que existen en la actualidad, que 
ciertamente son muy pocos. ¿Cómo puede entonces ser una necesidad del 
Estado procurar el bienestar y el mejoramiento de la calidad de vida de la 
población si no hay un compromiso real de sus entidades por cubrirlas?

En verdad, el otorgamiento de los subsidios ha de ser una obligación 
de las entidades territoriales, sólo así se logrará un desarrollo coherente 
y sistemático de los artículos del Capítulo V del Título XII de la Consti-
tución Política; en tal virtud es necesario que al menos dichas entidades 

-
tinada a este concepto cuya cuantía la determinará cada una de ellas en 

Se trata de crear conciencia entre las entidades del Estado, que la 

posible en la medida en que ellas contribuyan económicamente a su sos-
tenimiento. Este tema debe dejar de ser visto como un problema de las 
empresas para pasar a ser tomado como una parte fundamental del rol que 

18.
Los argumentos antes expuestos, nos permiten inferir, que existe desde 

las normas de rango constitucional que hablan de los subsidios en los ser-

social del Estado, garante de su prestación. 
Nuestra propuesta, en síntesis, está encaminada, a que el Estado, a tra-

vés de sus entidades públicas, se obligue a subsidiar a los usuarios de los 
servicios públicos domiciliarios de los estratos 1, 2 y 3, en sus consumos 
básicos o de subsistencia. Lo que implica, que deberá de manera obliga-
toria utilizar los mecanismos que le permitan apropiar las partidas presu-

La Jurisprudencia Constitucional Colombiana ha entendido que la 
Constitución autoriza una fuerte intervención del Estado en la regulación 
de ciertos mercados, siempre que se trate de promover los derechos so-
ciales que se encuentren comprometidos. 

La Iniciativa Popular que el Movimiento Político propone sobre los 
servicios públicos domiciliarios, busca que el Estado colombiano asuma 
un papel más protagónico en la regulación del mercado de los servicios 
públicos domiciliarios. Que los colombianos no sean considerados unos 
“clientes”, sino que se garantice el reconocimiento de la condición huma-
na de cada habitante del territorio nacional. 

Deben por lo tanto, primar las condiciones sociales, a las meras condi-
de estos servicios esen-

ciales, para el desarrollo adecuado de la Nación.
La Iniciativa propone, entre otras cosas:
1. Que las tarifas no se incrementen más allá del Costo de Vida o Indi-

ce de Precios al Consumidor, IPC.
-

tos diferentes a los consumos en las facturas.
3. Se crea la Acción de los Servicios Públicos como una manera de 

defender a los usuarios de las arbitrariedades que vienen cometiendo las 
empresas.

4. Se mantienen los subsidios como obligación por parte del Estado 
para los estratos 1, 2 y 3.

5. Se propone que los gerentes de las Empresas de Servicios Públicos 
Domiciliarios (ESPD) se escojan por concurso público de méritos para 
períodos de 4 años.

6. Las Empresas de Servicios Públicos, independientemente de su na-
-

loría y control político por parte del Congreso, Asambleas o Concejos 
Municipales.

las tarifas de los SPD.
8. La calidad y continuidad en la prestación de los SPD serán determi-

Buscamos, en suma, que los Servicios Públicos Domiciliarios sean 
más justos y equitativos para todos.

La Ley 134 de 1994 determina en su artículo 29 que: …“No se podrán 
presentar iniciativas populares legislativas y normativas ante el Congre-
so, las Asambleas, los Concejos o las Juntas Administradoras Locales, 
sobre las siguientes materias:

2.
Al hablar de tarifas en la Iniciativa Popular propuesta, no estamos ha-

blando de un elemento constitutivo de los tributos o de una tasa. En este 
sentido la Corte Constitucional ha determinado por medio de la Sentencia 
C-590 de 1992 que: “Incurre en error conceptual el demandante, cuando 
considera que el “concepto de tarifa de servicios públicos es sinónimo al 
de tasa”. Porque si bien es cierto que la tasa supone una contrapartida di-
recta y personal, esta encuentra limitado su valor al costo contable, como 
máximo, del servicio. Es decir, que de la tasa está excluida la posibilidad 

gratuidad para el usuario del servicio público. En la tarifa o precio del 
servicio público se cobra una remuneración que cubre el costo total del 
servicio. En la primera la empresa percibe el ingreso normal que genera 
la producción y gestión del servicio que vende mientras que en la segun-
da, se está cobrando una remuneración que no necesariamente tiene que 
cubrir el valor total del servicio”. 

Por lo tanto, el marco jurídico de la tarifa o precio en los servicios 
públicos domiciliarios, puede ser sujeto de una Iniciativa Popular Nor-
mativa.

Con la anterior argumentación, presento ante el Congreso de la Re-
pública

Cordialmente,

Vocera Iniciativa Popular Normativa.

1 Corte Constitucional, Sentencia C-041 del 2003. M. P Jaime Córdo-
ba Triviño.

2 Corte Constitucional, Sentencia T-140 de 1994. M. P. Vladimiro Na-
ranjo Mesa. 

3 Corte Constitucional, Sentencia C-198 de 1998. M. P. Eduardo Ci-
fuentes Muñoz.

4 Corte Constitucional, Sentencia C-066 de 1997. M. P. Fabio Morón 
Díaz.

5 Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, Sentencia del 
proceso con Radicación N931 del 16 de junio de 1997. C. P. Luis Camilo 
Osorio Isaza.

6 Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, 
Sentencia del proceso con Radicación NS701 del 23 de septiembre de 
1997. C. P. Carlos Betancur Jaramillo. 

7 Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, Sentencia del 
proceso con Radicación número 931 del 16 de junio de 1997. C. P. Luis 
Camilo Osorio Isaza.

8 Esta facultad legislativa en materia de servicios públicos domicilia-
-
-

mento en el artículo 367; y por otra parte, en la determinación de las auto-

y deberes de los usuarios, y del régimen de protección y participación 

artículo 369 constitucional.
9

por el artículo 365 constitucional, como “la capacidad de disciplinar a 
través de normas una determinada actividad”. A. Montaña Plata, El con-
cepto de servicio público en el derecho administrativo, Universidad Ex-
ternado de Colombia, Bogotá, 2002, p 99.

10
“atribuidas exclusivamente al Presidente de la República (con sujeción a 
la ley)” A. Montaña Plata. El concepto del servicio público en el derecho 
administrativo, op. cit;  p. 101.
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11 Estas últimas funciones, las de control y vigilancia, fueron conferi-
das directamente por la Constitución a la Superintendencia de Servicios 
Públicos Domiciliarios, autoridad que fue creada mediante el artículo 76 
de la Ley 142 de 1994, como un organismo “de carácter técnico, adscrito 
al Ministerio de Desarrollo Económico, con personería jurídica, autono-
mía administrativa y patrimonial”.

12 C. A. Atehortúa Ríos, Servicios Públicos Domiciliarios. Legisla-
ción y Jurisprudencia, Biblioteca Jurídica Dike, Medellín, primera edi-
ción, 2003, pp. 36 y 37.

13 Corte Constitucional, Sentencia C-242 de 1997. M. P. Hernando 
Herrera Vergara. 

14 Corte Constitucional, Sentencia T-140 de 1994. M. P. Vladimiro
Naranjo Mesa. 

15 Corte Constitucional, Sentencia T-406 de 1992. M. P. Ciro Angarita 
Barón y T-570 de 1994. M. P. Jaime Sanín Greiffestein. 

16 Prácticas de tarifas y redistribución de ingresos: Algunas aprecia-
ciones jurídicas sobre la contribución y los subsidios, autor JAVIER RA-
MIREZ GOMEZ, revista de 

-

-

La Registradora Nacional del Estado Civil
CERTIFICA:

Que la Senadora Alexandra Moreno Piraquive solicitó la inscripción 
del Comité de Promotores para adelantar una Iniciativa Popular Legis-
lativa, la cual fue radicada el día 27 de octubre de 2005, bajo el número 
001;

Que el 21 de diciembre de 2005, la Registraduría Nacional del Estado 
Civil expidió la Resolución número 5667, mediante la cual se inscribió el 
Comité de Promotores y se acreditó el vocero de la Iniciativa Popular Le-
gislativa en cabeza de la doctora Alexandra Moreno Piraquive, teniendo 
en cuenta, que revisados los apoyos presentados para la acreditación del 
Comité de Promotores, se validaron 314.081, número superior al mínimo 
requerido para esta fase;

Que el día 21 de julio de 2006, el Vocero del Comité de Promotores 
-

mas, para cumplir con el requisito exigido de presentar apoyos en una 

cifra igual o superior al 5% del Censo Electoral, es decir, un mínimo de 
1.328.657 apoyos;

Que la revisión de los apoyos arrojó el siguiente resultado:
Número de apoyos presentados 1.791.320
Número de apoyos nulos -28.694
Número de apoyos válidos 1.762.626

fórmula estadística, de acuerdo con los soportes que reposan en la Direc-
ción de Censo Electoral, se concluye que el número de apoyos válidos es 
superior al 5% del Censo Electoral, exigido por la ley.

de la Ley 134 de 1994, con destino a la doctora Alexandra Moreno Pira-
quive, en su calidad de Vocera y representante de esta Iniciativa Popular 
Legislativa, a los diecisiete (17) días del mes de agosto del año dos mil 
seis (2006).

Registradora Nacional del Estado Civil.
SENADO DE LA REPUBLICA

SECRETARIA GENERAL
Sección de Leyes

Bogotá, D. C., 31 de julio de 2007
Señora Presidenta:

número 05 de 2007 Senado, -

me permito pasar a su despacho el expediente de la mencionada iniciativa 
que fue presentada en el día de hoy ante Secretaría General. La materia de 
que trata el mencionado proyecto de acto legislativo, es competencia de 
la Comisión Primera Constitucional Permanente, de conformidad con las 
disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO 
DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 31 de julio de 2007
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por repar-

tido el proyecto de acto legislativo de la referencia a la Comisión Primera 
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el 

Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
La Presidenta del honorable Senado de la República.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

P O N E N C I A S
PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE LEY 

Bogotá, D. C., 25 de julio de 2007
Doctora
NANCY PATRICIA GUTIERREZ CASTAÑEDA
Presidenta Senado de la República
Ciudad
Respetada doctora:
Dando cumplimiento con el honroso encargo que nos hizo la mesa Di-

rectiva de la Comisión Segunda de esta Corporación, rendimos ponencia 
para segundo debate al Proyecto de ley número 69 de  2006 Senado, por

El Proyecto de ley número 69 de 2006 Senado, fue anunciado en Co-
misión Segunda el 12 de diciembre de 2006 según lo establecido en el 

Acto Legislativo número  1 de 2003 y aprobado en sesión de  Comisión 

Segunda el 13 de diciembre de 2006, donde se presentaron  propuestas 
que algunas fueron acogidas y otras no. 

Se hizo solicitud a la Defensoría del Pueblo para conocer el concepto 
-

de 2007 el doctor Vólmar Pérez Ortiz  manifestó: “…estimo que el pro-
yecto de ley por la cual se crea el Servicio de Defensoría Técnica Militar 
podría continuar su trámite legislativo, en la medida en que no se oponga 

del Pueblo en el artículo 282”. El desarrollo del presente proyecto de ley 
interpreta lo establecido en la Constitución Nacional en el artículo 221 y 
en ningún sentido se opone a las funciones que la Carta le ha otorgado a 
la Defensoría del Pueblo”. 

En cuanto a la comunicación enviada al Departamento Administrativo 
de la Función Pública, solicitando su concepto la Directora Encargada, 

-
chado 8 de junio presenta los siguientes comentarios que son tenidos en 
cuenta en la  ponencia tales como: 
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-
re adicionar que el servicio de la Defensoría Técnica de la Fuerza Pública 
incorpore, adicional a la adecuada representación penal, la representación 
en materia disciplinaria”.

“3. A partir de la aceptación de esta sugerencia ha de ajustarse enton-
ces el restante articulado en donde se reitere que la asistencia es en rela-
ción con los procesos penales y disciplinarios (en especial los artículos 
2°, 5°, 8° y 30)”.

artículo 5° del proyecto, se recomienda expresarla en referencia a instan-
cias, así: “Conformación. El servicio de Defensoría Técnica se encuentra 
conformado por la Dirección Nacional, las coordinaciones administra-
tivas y de gestión, las coordinaciones técnicas académicas, el personal 
profesional vinculado como Defensor Técnico de la Fuerza Pública, el 
personal de investigadores, técnicos y auxiliares, los judicantes, los con-
sultorios jurídicos de las Facultades de Derecho, las personas y asociacio-

que brinden capacitación a los miembros del servicio”.
“5. Frente al tema de desconcentración del servicio propuesto en el 

proyecto es pertinente precisar que tal regulación no implica, como lo 

Ministerio. Así entonces ha de entenderse que la expresión unidades de 
gestión alude a la conformación de grupos de trabajo especializados en el 
tema de la conformación de grupos de trabajo especializado en el tema de 
Defensoría Técnica, cuya cantidad, conformación y territorialidad se de-

racionalidad en la prestación del servicio y conforme a la disponibilidad 
presupuestal”.

“6. Se considera apropiada la incorporación del Servicio de Defenso-
ría Técnica de la Fuerza Pública en el Ministerio de Defensa Nacional y 
más expresamente en la Dirección de Justicia Penal Militar; sin embrago, 
se sugiere sustituir la redacción del artículo 13 del proyecto de ley así: 
“Funciones del Director: El Director Ejecutivo de la Justicia Penal Mili-
tar del Ministerio de Defensa Nacional, sin perjuicio de las atribuciones 
propias de su cargo, ejercerá las siguientes funciones”:

“7. En el Capítulo II del proyecto de ley, referido a la vinculación y 

16 debe aludir solamente a profesionales del Derecho con experiencia en 
el ejercicio profesional dejando abierta la posibilidad al reglamento para 

“8. Sobre el Título V del proyecto se recomienda su retiro, pues vale 
expresar que su contenido puede ser desarrollado integralmente por el 
Gobierno Nacional ya que en virtud de las normas generales señaladas en 
la Ley 4ª de 1992 o Ley Marco de Salarios y Prestaciones Sociales, es el 

remuneración de empleos públicos”.
“9. Adicionalmente, debe recordarse que en materia de creación de 

cargos en las instituciones que conforman la rama ejecutiva nacional, la 
competencia se encuentra en cabeza del Presidente de la República, de 
acuerdo con el numeral 14 del artículo 189 de la Constitución Política”.

“10. Existe la destinación presupuestal para la defensa antes mencio-
nada, ya que el Gobierno Nacional contempló dentro de la Ley de Pre-
supuesto APRA el 2006 un Fondo de Cuenta para estos asuntos –Ar-
tículo 72 de la Ley 998 de 2005. Artículo 72. La Defensa Judicial y 
disciplinaria de los miembros de las Fuerzas Militares o de la Policía 
Nacional por hechos no dolosos ni gravemente culposos relacionados 
con el servicio, podrá ser asumida con recursos del Presupuesto General 
de la Nación, en los términos y cuantías que señale el reglamento. Para 

defensa judicial o disciplinaria de los miembros de las Fuerzas Militares 
o de Policía serán administrados en una cuenta especial, la cual podrá 
recibir aportes de cooperación internacional, donaciones de personas 
naturales y jurídicas y demás contribuciones que de acuerdo con la ley 

Respecto al artículo 2°, durante el debate, el Ministro de Defensa pro-

“1.  El Proyecto de ley número 069 de 2006,  trata exclusivamente 
del tema de Defensa Técnica de la Fuerza Pública para asuntos penales;  

incluir la defensa para asuntos disciplinarios en el texto de esta norma 
podría contravenir el  principio de congruencia.

2. La alusión a la cobertura solo para  hechos “relacionados con el 
excluye aquellas investigaciones que se adelanten en la Justi-

cia Ordinaria.
3. En materia penal solo existen como modalidades del hecho punible, 

el dolo, la culpa y la preterintención;  por lo tanto no existen delitos  “gra-
vemente culposos”.

Igualmente se propone y se aprueba que en el título y el texto del pro-
yecto donde se habla de Defensoría Técnica Militar se hable de Defenso-
ría Técnica de la Fuerza Pública para quedar incluidas todas las fuerzas.

artículo 5° porque consideran que existe riesgo constitucional a la luz del 
artículo 282 numeral 4 de la Carta,  al crear un servicio paralelo al de la 

provenga del Ministerio de Defensa y los recursos no entren a la Defenso-
ría del Pueblo sino que se mantengan en el Ministerio de Defensa para el 
control administrativo pero sometido a las orientaciones de la Defensoría 
del Pueblo en materia de conformación y prestación del servicio y sus 
instrucciones serían de obligatorio cumplimiento

Sin embargo después de una ardua discusión en el sentido de que la 
Defensoría Técnica de la Fuerza Pública debe estar en el Ministerio de 
Defensa no se está excluyendo la defensoría pública porque generaría un 
choque y nos haría inoperante bajo la coordinación de la Defensoría del 
Pueblo y de acuerdo con lo establecido en la Constitución Política artícu-
lo 29: “Quien sea sindicado tiene derecho  a la defensa y a la asistencia 

-
gamiento…”, este derecho fundamental ampara a todos los habitantes del 
territorio nacional, sin distingo alguno de raza, credo, condición o natura-
leza de la conducta, tal y como lo establece la Declaración Universal de 
Derechos Humanos de 1948 en su artículo 11, la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos del 22 de noviembre de 1969 en su artículo 8° 
literales c), d) y e); 

Con la participación de los miembros de la Comisión Segunda  y ante 
la incompatibilidad de la propuesta el doctor Galán Pachón la retira para 
continuar con el trámite del proyecto pero con la intención de ser consi-
derada en Plenaria. 

El proyecto de ley que se pone a consideración del honorable Congre-
so de la República, constituye una adaptación de la defensoría pública 
creada por la Ley 941 de 2005, pero orientada a los miembros de la Fuer-
za Pública. 

Además en el análisis del proyecto y por información del Director Eje-
cutivo de la Justicia Penal Militar la asistencia otorgada por la defensoría 
del pueblo1, entidad que sólo cuenta con 7 funcionarios que atienden 450 
procesos de las 17.446 actuaciones procesales que se encontraban activas 
en la Justicia Penal Militar para el 2005.

En esa medida, de acuerdo con los datos suministrados por la Di-
rección Ejecutiva de la Justicia Penal Militar, en la actualidad existen 

 de las FFMM de los cuales 249.905 de sus miembros 
que representan el 72% de la fuerza, no cuentan con ningún servicio de 

se tienen datos exactos, se considera que la situación es más dramática 
aún, toda vez que tal como ya se señaló, dicha entidad no cuenta con un 
fondo de asistencia jurídica. 

Además quienes devenguen un sueldo mínimo quedan excluidos del 
derecho a esta cobertura por parte de la Defensoría del Pueblo por cuanto 
la Ley 941 de 2005 excluye a las personas, toda vez que no se encuentran 
dentro de una posición de “desamparo económico”. 

Así mismo se requiere:
1. Calidad de abogado.
2. Conocimiento  de la justicia penal militar y la Defensoría del Pueblo 

no tiene posibilidad ni formación técnica que se tiene en la justicia penal 
militar la cual se encuentra por su especialidad en cabeza del Ministerio 
de Defensa.

Igualmente en el artículo 2° se acuerda establecer que “en el evento 
de que se haya asumido la defensa de un miembro de la Fuerza Pública 
que termine condenado por hechos o conductas dolosas, el Ministerio 

1 Fuente Dirección Ejecutiva de la Justicia Penal Militar.
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de Defensa Nacional podrá implementar los mecanismos que considere 
necesarios para la recuperación de los recursos ejecutados”.  

También se establece en el parágrafo del artículo 2° la inclusión de 
cobertura para miembros retirados de la Fuerza Pública, que durante el 
ejercicio de sus funciones hayan incurrido en la comisión de conductas 

una adecuada prestación y representación en materia penal.
Se habló de la posibilidad de involucrar a las universidades pero ya se 

encuentra consagrado en el articulado y respecto a las Cortes Internacio-
nales se presentará posteriormente un proyecto en tal sentido.

En cuanto a la vigencia y derogatoria se acuerda que la presente ley 
deroga las normas que le sean contrarias y entrará a regir a partir que em-
piece a funcionar el sistema penal acusatorio en la Justicia Penal Militar.

Teniendo en cuenta que la Fuerza Pública ha sido destinada por el Es-
tado para la salvaguarda del orden constitucional, que representa el brazo 
coercitivo del mismo, lo que necesariamente conlleva a un sinnúmero de 
situaciones  alrededor de esta facultad dentro de las cuales aparece la po-
sibilidad que en el ejercicio de esta función  se incurra en la comisión de 

Con la Sentencia C-592 de 1993 que en el resuelve estableció: “DE-
CLARAR INEXEQUIBLE la parte demandada del artículo 374 del De-
creto-ley 2550 de 1988 (Código Penal Militar), que dice “artículo 374. 
Quién puede ser defensor. En los procesos penales militares el cargo de 
defensor puede ser desempeñando por un abogado en ejercicio o por un 

-
vo”.

-

-

Por lo anterior y teniendo en cuenta el estudio realizado por la Di-
rección Ejecutiva de la Justicia Penal Militar los miembros de la Fuerza 
Pública han recurrido para garantizar su defensa técnica en materia penal 
a tres fuentes:

Fondos de Asistencia Jurídica de las Fuerzas Militares2, lo cuales se 
-

de la Armada. La Policía no cuenta con este servicio.  
Cooperativas y diferentes empresas con ánimo de lucro. Este sistema 

-
tre $12.000 y $35.000. Estas cooperativas cuentan en la actualidad con 

Por lo tanto, los miembros de la Fuerza Pública que se encuentran 
en combate en lugares recónditos de nuestro país, cuando se ven invo-
lucrados en investigaciones penales que se adelantan al otro extremo de 
donde habitan, muchas veces no cuentan con los recursos económicos 
para contratar un abogado o se hallan en imposibilidad física de buscar su 

pero tal como ya se dijo, la falta de un sistema de defensoría pública para 
dicha fuerza y la incapacidad de la defensoría del pueblo de prestar el 
servicio a todos los uniformados que lo solicitan solo con 7 funcionarios, 
ha conllevado a que en la práctica dichos sindicados no puedan acceder a 
una defensa técnica. 

En relación con este punto, es importante resaltar que en la actualidad 
la Justicia Penal Militar cuenta con 10.822 procesos activos y 6.624 pre-

liminares3, sin que exista para  los involucrados un marco legal que les 
permita acceder a un servicio defensoría pública4.

-
blecido en la Ley 819 de 2003, y de conformidad con el estudio efec-
tuado por la Dirección Ejecutiva de la Justicia Penal Militar el servicio 
de defensoría Técnica de la Fuerza Pública tendría un costo de dos mil 
quinientos millones de pesos al año5.

Ningún país en el mundo debe tener una Fuerza Armada desprotegida 
jurídicamente toda vez que la repercusión en este ámbito es tan medular 
para el éxito de las operaciones militares como ellas mismas, pues una 
operación militar no termina solamente en las acciones establecidas en la 
Orden de Operaciones, sino que ella se prolonga en el tiempo y debe pa-
sar el cedazo de lo político, lo social y lo jurídico, este último, de mayor 
prolongación en el tiempo dadas las nuevas políticas y normatividad que 
empieza a imperar en el nuevo orden mundial.

Por otro lado,  desde el punto de vista económico, ya existe una desti-
nación presupuestal para la defensa de los militares y policiales en materia 
de defensoría penal que hace viable el proyecto por cuanto el Gobierno 
Nacional contempló dentro de la Ley de Presupuesto para el 2006 (Ley 
998 de 2005, artículo 75), un Fondo Cuenta para estos asuntos.

La Fuerza Pública debe caracterizarse por tener una COBERTURA 
ABSOLUTA en todas las áreas que tengan injerencia en la guerra que 
actualmente se libra en Colombia,  sin subestimar ni dejar de lado las que 

que se le ha encomendado, porque son estas falencias justamente en las 
que el enemigo nos ha tomado ventaja.  Es necesario hacer una acción 
sin dejar de hacer la otra, es necesario preparar y ejecutar operaciones 
militares que obtengan resultados de victoria en el campo de combate y 
es necesario preparar y ejecutar proyectos como este que traigan resulta-
dos de defensa en la guerra jurídica que también libramos, porque de no 
hacerlo el descuido en esta última se traducirá en la pérdida de lo logrado 
con Honor y Dignidad en el Campo de Batalla. 

Es bueno aclarar que el proyecto de Defensoría Técnica de la Fuerza 

489, ya existe la Justicia Penal Militar en el Ministerio de Defensa. La 

estructura del Estado, como se colige de lo establecido en la Sentencia 
C-702 de 1999.

de ley en el siguiente sentido:
PLIEGO DE MODIFICACIONES AL PROYECTO DE LEY 

El Congreso de Colombia
DECRETA:

T I T U L O   I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1°.  Finalidad. El servicio de Defensoría Técnica de la Fuer-

Fuerza Pública a una adecuada representación  en materia penal. El Go-
bierno Nacional reglamentará las condiciones para proveerlo.

Artículo 2°. . En el Ministerio de Defensa Nacional, fun-
cionará con carácter permanente una cuenta especial, con recursos que 
incorpore la ley de presupuesto, que podrá recibir aportes de cooperación 
internacional, donaciones de personas naturales o jurídicas, y demás con-

los procesos penales que cursen por delitos cometidos por miembros de la 
Fuerza Pública en servicio activo, durante toda la etapa de investigación. 
Y en la etapa de juzgamiento, solo en aquellos casos en que el hecho pu-
nible tenga relación con el servicio.

2 Fuente: Brigadier General (r.) Julio Eduardo Charry Solano –Director DEMIL–.

3 Fuente Dirección Ejecutiva de la Justicia Penal Militar.
4 De acuerdo con un informe reciente presentado por la Justicia Penal Militar, “El 

Ejército Nacional, concentra el 62.17% del total de de la Justicia Penal 
Militar.” Y “La Policía Nacional, concentra el 60.72% del total de 
en existencia de la Justicia Penal Militar”.

5 Presupuesto elaborado con base en una estructura de 60 abogados, 3 coordinadores 
y 3 judicantes.
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Para efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en este artículo y en 
el evento de que se haya asumido la defensa de un miembro de la Fuer-
za Pública que termine condenado por hechos o conductas dolosas, el 
Ministerio de Defensa Nacional podrá implementar los mecanismos que 
considere necesarios para la recuperación de los recursos ejecutados.

Cualquiera que sea el mecanismo utilizado por el Ministerio de Defen-
sa Nacional para la ejecución de los recursos de la cuenta especial se hará 

Los servicios de Defensoría Técnica de la Fuerza Pública se presta-
rán en favor de los miembros de la Fuerza Pública que en actividad y en 
relación con el servicio se vean incursos en investigaciones penales de 
conocimiento de la Jurisdicción Penal Militar y/o de la Ordinaria.

Parágrafo. El servicio de Defensoría Técnica de la Fuerza Pública se 
prestará igualmente a  miembros de la Fuerza Pública retirados que du-
rante el ejercicio de sus funciones hayan incurrido en la comisión de con-

tengan una adecuada prestación y representación en materia penal.
Artículo 3°. Derecho de Defensa. La Defensoría Técnica de la Fuerza 

Pública garantizará el derecho de defensa en los términos del artículo 29 
de la Carta Política. Esta defensa debe ser integral, ininterrumpida técnica 
y competente.

Artículo 4°. Gratuidad. El servicio de Defensoría Técnica de la Fuerza 
Pública  será otorgado a los miembros de la Fuerza Pública de manera 
gratuita, con excepción a los hechos o conductas dolosas de que trata el 
artículo 2°.

T I T U L O   II
ORGANIZACION Y FUNCIONAMIENTO

Artículo 5°. . La Defensoría Técnica de la 
Fuerza Pública es un servicio público organizado y controlado por el Mi-

judicial en materia penal a aquellos miembros de la Fuerza Pública que 
lo requieran, de conformidad con lo establecido en el artículo 2° de la 
presente ley. 

Artículo 6°. Conformación. El servicio de Defensoría Técnica se en-
cuentra conformado por la Dirección Nacional, las coordinaciones admi-
nistrativas y de gestión, las coordinaciones técnicas académicas, el perso-
nal profesional vinculado como Defensor Técnico de la Fuerza Pública, 
el personal de investigadores, técnicos y auxiliares, los judicantes, los 
consultorios jurídicos de las Facultades de Derecho, las personas y aso-

-
ciones que brinden capacitación a los miembros del servicio.

Artículo 7°. Prestación. El servicio  otorgado por la Defensoría Téc-
nica de la Fuerza Pública será prestado por profesionales del derecho 
vinculados como defensores Técnicos de la Fuerza Pública  a través de 
un contrato de prestación de servicios,  los cuales serán seleccionados 
por el Ministerio de Defensa Nacional de acuerdo con las disposiciones 
establecidas en el Estatuto de Contratación de la Administración Pública, 
con excepción de lo previsto en los artículos 8° y 9° de la presente ley.

Artículo 8°.   Los estudiantes 
de los consultorios jurídicos de las facultades de derecho de las univer-
sidades legalmente reconocidas en el país, podrán prestar servicios de 
asistencia judicial en materia penal como parte del servicio de Defensoría 
Técnica de la Fuerza Pública.

Artículo 9°. Judicatura. Los egresados de las facultades de derecho 
podrán realizar su judicatura como defensores Técnicos de la Fuerza Pú-
blica del servicio de Defensoría Técnica de la Fuerza Pública, en los tér-
minos previstos en la ley.

Artículo 10. Para garantizar la 
Defensoría Técnica de 

la Fuerza Pública, se podrán vincular investigadores, técnicos, auxiliares 

necesarios para la adecuada defensa.

T I T U L O   III
DE LA ESTRUCTURA Y DIRECCION  DEL SERVICIO

DE  DEFENSORIA TECNICA DE LA FUERZA PUBLICA
CAPITULO I

Artículo 11.  El servicio de Defensoría Téc-
nica de la Fuerza Pública será  coordinado y dirigido  por el Director Eje-
cutivo de la Justicia Penal Militar, sin perjuicio de las funciones atribuidas 
por el artículo 5° de la presente ley al Ministerio de Defensa Nacional. 

Artículo 12 . En el nivel regional y 
seccional, el servicio de Defensoría Técnica de la Fuerza Pública se pres-
tará a través de unidades de gestión conformadas por coordinadores de 
gestión, coordinadores académicos, defensores Técnicos de la Fuerza Pú-
blica, investigadores, técnicos y auxiliares administrativos, que garanti-

el número de unidades y la ubicación de las mismas para garantizar la 
prestación del servicio en el nivel nacional.

Artículo 13. Funciones del Director. El Director Ejecutivo de la Justi-
cia Penal Militar del Ministerio de Defensa Nacional, sin perjuicio de las 
atribuciones propias de su cargo, ejercerá las siguientes funciones:

1. Establecer los lineamientos y las políticas que regirán la prestación 
del servicio de Defensoría Técnica de la Fuerza Pública, las cuales debe-
rán estar acordes con las políticas del Ministerio de Defensa Nacional. 

2. Organizar, dirigir y evaluar el servicio de Defensoría Técnica de la 
Fuerza Pública. 

3. Conformar el cuerpo de coordinadores administrativos y de gestión, 
coordinadores académicos, defensores técnicos de la Fuerza Pública, in-
vestigadores, técnicos, auxiliares y judicantes al servicio de  la Defenso-
ría Técnica de la Fuerza Pública. 

4. Celebrar convenios con las universidades reconocidas legalmente, 

a la Defensoría Técnica de la Fuerza Pública.    
5. Divulgar en el nivel nacional la estadística de prestación del servi-

cio de Defensoría Técnica de la Fuerza Pública. 
6. Llevar el registro actualizado de los operadores vinculados a la De-

fensoría Técnica de la Fuerza Pública y de los profesionales aspirantes a 
ingresar a esta.

7. Poner en conocimiento de  las autoridades competentes los casos 
de amenaza o violación a los derechos de acceso a la justicia, al debido 
proceso y al derecho a la defensa.

-
tadores del servicio de Defensoría Técnica de la Fuerza Pública.  

9. Aprobar los programas de  capacitación  que se brinden a los pres-
tadores del servicio de Defensoría Técnica de la Fuerza Pública sin per-
juicio de la autonomía universitaria en relación con los estudiantes de los 
consultorios jurídicos.

-
miento de la judicatura a los egresados que presten el servicio de Defen-
soría Técnica de la Fuerza Pública de conformidad con los requisitos que 
establezca el reglamento.

11. Las demás que le asigne el Gobierno Nacional, en desarrollo de las 
materias propias de su cargo.

Artículo 14. Funciones del Coordinador. Son funciones de los Coor-
dinadores Administrativos y de Gestión:

1. Coordinar y controlar el desarrollo del servicio de Defensoría Téc-
nica de la Fuerza Pública en su respectiva unidad regional o seccional.

2. Obrar como interventor de los contratos que se celebren para la 
prestación de los servicios de Defensoría Técnica de la Fuerza Pública en 
su respectiva unidad.

3. Presentar bimestralmente informe de gestión al Director del servi-
cio de Defensoría Técnica de la Fuerza Pública. 

4. Consolidar las estadísticas de prestación del servicio en la unidad a 

5. Las demás funciones que le asigne el Director de la Defensoría Téc-
nica de la Fuerza Pública. 

Artículo 15 Establézcanse los siguientes requisi-
tos para la provisión del cargo de coordinador:
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1. Título de abogado.
2. Tarjeta profesional vigente.
3.  Título de Especialización en ciencias penales o experiencia en el 

ejercicio profesional o en la actividad académica en el ámbito penal mí-
nima de 4 años.

CAPITULO II

Artículo 16.   Los Defen-
sores Técnicos de la Fuerza Pública vinculados al servicio de Defensoría 
Técnica de la Fuerza Pública a que hace referencia  el artículo 7° de la 
presente ley, serán contratados como profesionales del derecho especiali-
zado o profesional universitario de acuerdo con la complejidad y magni-
tud de las causas que se les asignen.

Artículo 17. Establézcanse los siguientes requi-
sitos para la contratación de defensores Técnicos de la Fuerza Pública 
como profesional universitario y profesional especializado. 

a) Requisitos para vinculación como Profesional Especializado: 
1. Título de abogado.
2. Tarjeta profesional.
3. Título de Especialización en Derecho Penal o ciencias criminoló-

gicas.
4. Experiencia relacionada en el ámbito de la justicia castrense mínima 

de 3 años.
b) Requisitos para vinculación como Profesional Universitario: 
1. Título de abogado.
2. Tarjeta profesional.
3. Experiencia relacionada en el ámbito de la justicia castrense mínima 

de 1 año.
Artículo 18. Honorarios. El Ministerio de Defensa Nacional estable-

cerá el sistema de remuneración de los defensores técnicos de la Fuerza 
Pública, que regirá el contrato de prestación de servicios previsto en el 
artículo 7° de esta ley, el cual deberá atender criterios de experiencia y 
calidades del defensor, dignidad, proporcionalidad, carga procesal o com-
plejidad de asuntos, categoría de los funcionarios ante quienes se actúe y 
tarifas profesionales vigentes. 

Artículo 19.  El 
defensor técnico de la Fuerza Pública tendrá derecho a:

1. Ejercer la defensa que se le asigne de manera independiente. Sin 
embargo, podrá intercambiar opiniones técnicas con los demás miembros 

2. No ser relacionado con las causas ni con los usuarios a los que re-
presenta como consecuencia del desempeño de sus funciones.

3. No ser objeto de amenazas de ningún tipo. Las autoridades pro-
porcionarán protección a los defensores técnicos de la Fuerza Pública 
cuya seguridad personal sea amenazada a causa del desempeño de sus 
funciones.

4. Recibir oportunamente el pago de sus honorarios por la labor des-
empeñada.

5. Acceder a la información que requiera para asumir la defensa técni-
ca y guardar la reserva debida.

-
ca. El defensor técnico de la Fuerza Pública cumplirá las siguientes obli-
gaciones:

1. Manifestar la existencia de cualquier impedimento existente en re-
lación con los asuntos que se le asignen. En ese sentido, no podrá tener 
interés personal con la causa ni con el usuario que representa.

2. Ejercer la defensa técnica, de manera idónea y oportuna.
-

miento de las garantías judiciales por parte de las autoridades en los pro-
cesos a su cargo. 

proceso, la representación judicial o extrajudicial en los asuntos a él asig-
nados.

5. Guardar absoluta reserva y secreto sobre los hechos, informaciones 
o cualquier dato o evidencia conocidos en el ejercicio de su labor, salvo 
las excepciones establecidas por la ley.

6. Ejercer la defensa de su representado de acuerdo con las normas que 
regulan el ejercicio de la profesión de abogado.

7. Rendir informes al Coordinador Administrativo y de Gestión de 
acuerdo con los parámetros establecidos por el Director de la Defensoría 
Técnica de la Fuerza Pública, siempre que  no implique el suministro de 
información relacionada con el secreto profesional.

8. Las demás que deriven de la naturaleza de su labor.
CAPITULO III

Artículo 21. -
 Son aquellos servidores públicos 

adscritos a la planta del Ministerio de Defensa Nacional y los contratados 
que colaboran con los defensores técnicos de la Fuerza Pública en la con-
secución del material probatorio necesario para el ejercicio real y efectivo 
del derecho de defensa.

Artículo 22. El Gobierno Nacional expedirá la norma-
tividad correspondiente mediante la cual se regulen los derechos y obli-
gaciones de los investigadores y técnicos de la Defensoría Técnica de la 
Fuerza Pública. 

Artículo 23.  . El Gobierno Nacional establecerá mediante 
reglamento los requisitos mínimos que deberán cumplir los investigado-
res y peritos vinculados al servicio de  Defensoría Técnica de la Fuerza 
Pública.

CAPITULO IV

Artículo 24. Judicatura. Los egresados de las facultades de derecho 
legalmente reconocidas  podrán cumplir su judicatura actuando como 
defensores públicos de la Defensoría Técnica de la Fuerza Pública. Así 
mismo, podrán desarrollar labores jurídico-administrativas relacionadas 
con la citada defensoría. 

Los judicantes se vincularán mediante resolución expedida por el Di-
rector de la Defensoría Técnica de la Fuerza Pública previo cumplimiento 
de los requisitos que establezca el Reglamento.

El desempeño de la judicatura no dará lugar en ningún caso a vincula-
ción laboral con la institución.

Artículo 25. Consultorios Jurídicos. Los estudiantes pertenecientes a 
los consultorios jurídicos de las Facultades de Derecho de las Universi-

servicio de Defensoría Técnica de la Fuerza Pública, de conformidad con 
los convenios que se suscriban entre la Dirección de la Defensoría y la 
respectiva universidad. 

T I T U L O   IV
DEL SERVICIO DE DEFENSORIA TECNICA 

DE LA FUERZA PUBLICA
CAPITULO I

Artículo 26.  . La defensa técnica se prestará en todas las 
etapas en que sea necesaria la asistencia del defensor técnico de la Fuerza 
Pública para garantizar la defensa técnica de acuerdo con la ley.

Artículo 27.  La Dirección del servicio de 
Defensoría Técnica de la Fuerza Pública dotará a los defensores técnicos 
de la Fuerza Pública de  los mecanismos necesarios para la obtención 
del material probatorio que les permitan fundamentar las hipótesis de la 
defensa.

Artículo 28.  Las autoridades competentes 
garantizarán qué  comunicación entre el defensor técnico de la Fuerza 
Pública y su representado sea reservada. 

Artículo 29. Información al Defendido. El defensor técnico de la Fuer-
za Pública deberá mantener personal y adecuadamente informado al re-

no ser posible la comunicación personal se establecerá la comunicación 
por otros medios. Las autoridades públicas velarán por la efectividad del 
citado deber profesional. 
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Artículo 30. Solicitud. El servicio de defensoría técnica de la Fuerza Pú-
blica proveído por la Defensoría Técnica de la Fuerza Pública se prestará a 
solicitud del interesado o de cualquiera de las partes dentro de los procesos 
penales que se adelanten ante la justicia ordinaria o la Justicia Penal Militar. 

Artículo 31. Suplentes
del servicio de Defensa Técnica de la Fuerza Pública, a cada caso se le asig-
nará un defensor principal y un suplente. Este último tan sólo actuará en las 
faltas absolutas o temporales del primero. 

Artículo 32.  En el evento en que se 

con varios imputados que requieran el servicio de Defensoría Técnica de la 
Fuerza Pública deberán asignarse distintos defensores técnicos de la Fuerza 
Pública.

Artículo 33.   Para la prestación del servicio de 
Defensoría Técnica de la Fuerza Pública se podrá acudir al Instituto Nacional 
de Medicina Legal y Ciencias Forenses y a los laboratorios forenses de los 

-
vestigaciones que adelanten.

CAPITULO II

Artículo 34 Actualización La Dirección del servicio de Defensoría Téc-
nica de la Fuerza Pública, promoverá la actualización de los defensores téc-

servicio.
Artículo 35.  Es el abogado vinculado al servicio 

de Defensoría Técnica de la Fuerza Pública, mediante un contrato de presta-
ción de servicios, encargado de  implementar los programas de capacitación 
y actualización, así como de facilitar a los defensores técnicos de la Fuerza 

Artículo 36.  Es la 
reunión de los defensores técnicos de la Fuerza Pública pertenecientes a la 
Defensoría Técnica de la Fuerza Pública junto con el coordinador académi-
co, cuyo objeto es la exposición del pensamiento jurídico de sus integrantes 
en torno a los casos que adelantan, así como el desarrollo de los módulos de 
capacitación y actualización. 

T I T U L O   V
DISPOSICIONES FINALES

CAPITULO UNICO

Artículo 37. Recursos. El Gobierno asignará los recursos necesarios en el 
presupuesto anual. 

Parágrafo. Créase un Fondo-Cuenta dentro de la Defensoría Técnica de 
la Fuerza Pública, como un sistema separado de cuentas para el manejo de 
los recursos provenientes del presupuesto nacional asignado al Ministerio 
de Defensa Nacional, las donaciones o aportes de particulares, Gobiernos 
Extranjeros u Organismos Internacionales.

Artículo 38.  Esta ley deroga las normas que le 
sean contrarias y entrará a regir a partir de que empiece a funcionar el sistema 
penal acusatorio en la Justicia Penal Militar.

Con fundamento en lo anterior, solicitamos a los honorables Senadores 
-

ciones al  Proyecto de ley número 69 de 2006 Senado, por la cual se crea el 

De los honorables Senadores,
y

Senadores de la República.
TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN PRIMER DEBATE EN CO-

MISION SEGUNDA CONSTITUCIONAL  PERMANENTE

El Congreso de Colombia
DECRETA:
T I T U L O I

DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 1°.  Finalidad. El servicio de Defensoría Técnica de la Fuerza 

Pública a una adecuada representación  en materia penal, cuando las condi-

ciones económicas, sociales o la imposibilidad física les impida proveerse 
por sí mismos, la defensa de sus derechos.  

Artículo 2°. . Los servicios de Defensoría Técnica de la Fuer-
za Pública se prestarán en favor de los miembros de la Fuerza Pública que 
en actividad y en relación con el servicio se vean incursos en investiga-
ciones penales de conocimiento de la Jurisdicción Penal Militar y/o de la 
Ordinaria.

Parágrafo. El servicio de Defensoría Técnica de la Fuerza Pública se 
prestará igualmente a militares retirados que durante el ejercicio de sus 
funciones hayan incurrido en la comisión de conductas que se encuentren 

-
tación y representación en materia penal.

Artículo 3°. Derecho de Defensa. La Defensoría Técnica de la Fuerza 
Pública garantizará el derecho de defensa en los términos del artículo 29 de 
la Carta Política. 

Artículo 4°. Gratuidad. El servicio de Defensoría Técnica de la Fuer-
za Pública será otorgado a los miembros de la Fuerza Pública de manera 
gratuita.

T I T U L O   II
ORGANIZACION Y FUNCIONAMIENTO

Artículo 5°. . La Defensoría Técnica de la Fuer-
za Pública es un servicio público organizado y controlado por el Ministerio 

materia penal a aquellos miembros de la Fuerza Pública que lo requieran, 
de conformidad con lo establecido en el artículo 2° de la presente ley. 

Artículo 6°. Conformación. El servicio de Defensoría Técnica de la 
Fuerza Pública será prestado por la Dirección Nacional, los coordinadores 
administrativos y de gestión, los coordinadores académicos, los abogados 
particulares vinculados como Defensores Técnicos de la Fuerza Pública, 
los investigadores, técnicos y auxiliares, los judicantes, los estudiantes de 
los consultorios jurídicos de las facultades de Derecho, las personas y aso-

-
ciones que brinden capacitación a los miembros del servicio.  

Artículo 7°. Prestación. El servicio  otorgado por la Defensoría Técnica 
de la Fuerza Pública será prestado por profesionales del derecho vinculados 
como defensores Técnicos de la Fuerza Pública  a través de un contrato de 
prestación de servicios,  los cuales serán seleccionados por el Ministerio 
de Defensa Nacional de acuerdo con las disposiciones establecidas en el 
Estatuto de Contratación de la Administración Pública, con excepción de 
lo previsto en los artículos 8° y 9° de la presente ley.

Artículo 8°.   Los estudiantes 
de los consultorios jurídicos de las facultades de derecho de las universi-
dades legalmente reconocidas en el país, podrán prestar servicios de asis-
tencia y representación judicial en materia penal como parte del servicio de 
Defensoría Técnica de la Fuerza Pública.

Artículo 9°. Judicatura. Los egresados de las facultades de derecho po-
drán realizar su judicatura como defensores Técnicos de la Fuerza Pública 
del servicio de Defensoría Técnica de la Fuerza Pública, en los términos 
previstos en la ley.

Artículo 10. Para garantizar la 
Defensoría Técnica de 

la Fuerza Pública, se podrán vincular investigadores, técnicos, auxiliares y 
-
-

rios para la adecuada defensa.
T I T U L O  III

DE LA ESTRUCTURA Y DIRECCION  DEL SERVICIO
DE  DEFENSORIA TECNICA DE LA FUERZA PUBLICA

CAPITULO I

Artículo 11.  El servicio de Defensoría Técni-
ca de la Fuerza Pública será  coordinado y dirigido  por el Director Ejecuti-
vo de la Justicia Penal Militar, sin perjuicio de las funciones atribuidas por 
el artículo 5° de la presente ley al Ministerio de Defensa Nacional. 

Artículo 12 . En el nivel regional y sec-
cional, el servicio de Defensoría Técnica de la Fuerza Pública se prestará a 
través de unidades de gestión conformadas por coordinadores de gestión, 
coordinadores académicos, defensores técnicos de la Fuerza Pública, in-
vestigadores, técnicos y auxiliares administrativos, que garanticen la pres-
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de unidades y la ubicación de las mismas para garantizar la prestación del 
servicio en el nivel nacional.   

Artículo 13. Funciones del Director. El Director del servicio de Defen-
soría Técnica de la Fuerza Pública, ejercerá, sin perjuicio de las atribucio-
nes que le competen como Director Ejecutivo de la Justicia Penal Militar, 
las siguientes funciones:

1. Establecer los lineamientos y las políticas que regirán la prestación 
del servicio de Defensoría Técnica de la Fuerza Pública, las cuales deberán 
estar acordes con las políticas del Ministerio de Defensa Nacional. 

2. Organizar, dirigir y evaluar el servicio de Defensoría Técnica de la 
Fuerza Pública. 

3. Conformar el cuerpo de coordinadores administrativos y de gestión, 
coordinadores académicos, defensores técnicos de la Fuerza Pública, in-
vestigadores, técnicos, auxiliares y judicantes al servicio de  la Defensoría 
Técnica de la Fuerza Pública.

4. Celebrar convenios con las universidades reconocidas legalmente, 

la Defensoría Técnica de la Fuerza Pública.    
5. Divulgar en el nivel nacional la estadística de prestación del servicio 

de Defensoría Técnica de la Fuerza Pública. 
6. Llevar el registro actualizado de los operadores vinculados a la De-

fensoría Técnica de la Fuerza Pública  y de los profesionales aspirantes a 
ingresar a esta.

7. Poner en conocimiento de  las autoridades competentes los casos de 
amenaza o violación a los derechos de acceso a la justicia, al debido proce-
so y al derecho a la defensa.

-
tadores del servicio de Defensoría Técnica de la Fuerza Pública.  

9. Aprobar los programas de  capacitación  que se brinden a los presta-
dores del servicio de Defensoría Técnica de la Fuerza Pública sin perjuicio 
de la autonomía universitaria en relación con los estudiantes de los consul-
torios jurídicos.

-
miento de la judicatura a los egresados que presten el servicio de Defen-
soría Técnica de la Fuerza Pública, de conformidad con los requisitos que 
establezca el reglamento.

11. Las demás que le asigne el Gobierno Nacional, en desarrollo de las 
materias propias de su cargo.

Artículo 14. Funciones del Coordinador. Son funciones de los Coordi-
nadores Administrativos y de Gestión:

1. Coordinar y controlar el desarrollo del servicio de Defensoría Técnica 
de la Fuerza Pública en su respectiva unidad regional o seccional.

2. Obrar como interventor de los contratos que se celebren para la pres-
tación de los servicios de Defensoría Técnica de la Fuerza Pública en su 
respectiva unidad.

3. Presentar bimestralmente informe de gestión al Director del servicio 
de Defensoría Técnica de la Fuerza Pública. 

4. Consolidar las estadísticas de prestación del servicio en la unidad a su 

5. Las demás funciones que le asigne el Director de la Defensoría Téc-
nica de la Fuerza Pública.

Artículo 15 Establézcanse los siguientes requisitos 
para la provisión del cargo de coordinador:

1. Título de Abogado
2. Tarjeta Profesional vigente
3. Título de Especialización en ciencias penales o experiencia en el ejer-

cicio profesional o en la actividad académica en el ámbito penal mínima 
de 4 años.  

CAPITULO II

Artículo 16.  Los defensores 
Técnicos de la Fuerza Pública vinculados al servicio de Defensoría Técnica 
de la Fuerza Pública a que hace referencia  el artículo 7° de la presente ley, 
serán contratados como profesional especializado o profesional universi-
tario de acuerdo con la complejidad y magnitud de las causas que se les 
asignen.  

Artículo 17. Establézcanse los siguientes requisitos 
para la contratación de defensores Técnicos de la Fuerza Pública como pro-
fesional universitario y profesional especializado. 

a) Requisitos para vinculación como Profesional Especializado: 
1. Título de Abogado.
2. Tarjeta Profesional.
3. Título de Especialización en Derecho Penal o ciencias criminoló-

gicas.
4. Experiencia relacionada en el ámbito de la justicia castrense mínima 

de 3 años;
b) Requisitos para vinculación como Profesional Universitario: 
1. Título de abogado.
2. Tarjeta profesional.
3. Experiencia relacionada en el ámbito de la justicia castrense mínima 

de 1 año.
Artículo 18. Honorarios. El Ministerio de Defensa Nacional establecerá 

el sistema de remuneración de los defensores técnicos de la Fuerza Públi-
ca, que regirá el contrato de prestación de servicios previsto en el artículo 
7° de esta ley, el cual deberá atender criterios de experiencia y calidades 
del defensor, dignidad, proporcionalidad, carga procesal o complejidad de 
asuntos, categoría de los funcionarios ante quienes se actúe y tarifas profe-
sionales vigentes. 

Artículo 19.  El 
defensor técnico de la Fuerza Pública tendrá derecho a:

1. Ejercer la defensa que se le asigne de manera independiente. Sin em-
bargo, podrá intercambiar opiniones técnicas con los demás miembros del 

2. No ser relacionado con las causas ni con los usuarios a los que repre-
senta como consecuencia del desempeño de sus funciones.

3. No ser objeto de amenazas de ningún tipo. Las autoridades proporcio-
narán protección a los defensores técnicos de la Fuerza Pública cuya segu-
ridad personal sea amenazada a causa del desempeño de sus funciones.

4. Recibir oportunamente el pago de sus honorarios por la labor desem-
peñada. 

Artículo 20.
El defensor técnico de la Fuerza Pública cumplirá las siguientes obliga-
ciones:

1. Manifestar la existencia de cualquier impedimento existente en re-
lación con los asuntos que se le asignen. En ese sentido, no podrá tener 
interés personal con la causa ni con el usuario que representa.

2. Ejercer la defensa técnica, de manera idónea y oportuna.
-

miento de las garantías judiciales por parte de las autoridades en los proce-
sos a su cargo. 

proceso, la representación judicial o extrajudicial en los asuntos a él asig-
nados.

5. Guardar absoluta reserva y secreto sobre los hechos, informaciones o 
cualquier dato o evidencia conocidos en el ejercicio de su labor, salvo las 
excepciones establecidas por la ley.

6. Ejercer la defensa de su representado de acuerdo con las normas que 
regulan el ejercicio de la profesión de abogado.

7. Rendir informes al Coordinador Administrativo y de Gestión de 
acuerdo con los parámetros establecidos por el Director de la Defensoría 
Técnica de la Fuerza Pública, siempre que  no implique el suministro de 
información relacionada con el secreto profesional.

8. Las demás que deriven de la naturaleza de su labor.
CAPITULO III

Artículo 21. -
 Son aquellos servidores públicos 

adscritos a la planta del Ministerio de Defensa Nacional y los contratados 
que colaboran con los defensores técnicos de la Fuerza Pública en la con-
secución del material probatorio necesario para el ejercicio real y efectivo 
del derecho de defensa.

Artículo 22. El Gobierno Nacional expedirá la normativi-
dad correspondiente mediante la cual se regulen los derechos y obligacio-
nes de los investigadores y técnicos de la Defensoría Técnica de la Fuerza 
Pública. 
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Artículo 23.  . El Gobierno Nacional establecerá mediante 
reglamento los requisitos mínimos que deberán cumplir los investigado-
res y peritos vinculados al servicio de  Defensoría Técnica de la Fuerza 
Pública.

CAPITULO IV

Artículo 24. Judicatura. Los egresados de las facultades de derecho le-
galmente reconocidas  podrán cumplir su judicatura actuando como defen-
sores públicos de la Defensoría Técnica de la Fuerza Pública. Así mismo, 
podrán desarrollar labores jurídico-administrativas relacionadas con la ci-
tada defensoría. 

Los judicantes se vincularán mediante resolución expedida por el Direc-
tor de la Defensoría Técnica de la Fuerza Pública previo cumplimiento de 
los requisitos que establezca el Reglamento.

El desempeño de la judicatura no dará lugar en ningún caso a vincula-
ción laboral con la institución.

Artículo 25. Consultorios Jurídicos. Los estudiantes pertenecientes a 
los consultorios jurídicos de las Facultades de Derecho de las Universi-

servicio de Defensoría Técnica de la Fuerza Pública de conformidad con 
los convenios que se suscriban entre la Dirección de la Defensoría y la 
respectiva universidad. 

T I T U L O   IV
DEL SERVICIO DE DEFENSORIA TECNICA 

DE LA FUERZA PUBLICA
CAPITULO I

Artículo 26.  . La defensa técnica se prestará en todas las eta-
pas en que sea necesaria la asistencia del defensor técnico de la Fuerza 
Pública para garantizar la defensa técnica de acuerdo con la ley.

Artículo 27.  La Dirección del servicio de De-
fensoría Técnica de la Fuerza Pública  dotará a los defensores técnicos de la 
Fuerza Pública de  los mecanismos necesarios para la obtención del mate-
rial probatorio que les permitan fundamentar las hipótesis de la defensa.

Artículo 28.  Las autoridades competentes ga-
rantizarán qué  comunicación entre el defensor técnico de la Fuerza Pública 
y su representado sea reservada. 

Artículo 29. Información al Defendido. El defensor técnico de la Fuerza 
Pública deberá mantener personal y adecuadamente informado al represen-

posible la comunicación personal se establecerá la comunicación por otros 
medios. Las autoridades públicas velarán por la efectividad del citado de-
ber profesional. 

Artículo 30. Solicitud. El servicio de defensoría técnica de la Fuerza 
Pública proveído por la Defensoría Técnica de la Fuerza Pública se prestará 
a solicitud del interesado o de cualquiera de las partes dentro de los pro-
cesos penales que se adelanten ante la justicia ordinaria o la Justicia Penal 
Militar. 

Artículo 31. Suplentes -
te del servicio de Defensa Técnica de la Fuerza Pública, a cada caso se le 
asignará un defensor principal y un suplente. Este último tan sólo actuará 
en las faltas absolutas o temporales del primero. 

Artículo 32.  En el evento en que se 

con varios imputados que requieran el servicio de Defensoría Técnica de la 
Fuerza Pública deberán asignarse distintos defensores técnicos de la Fuerza 
Pública.

Artículo 33.   Para la prestación del servicio 
de Defensoría Técnica de la Fuerza Pública se podrá acudir al Instituto Na-
cional de Medicina Legal y Ciencias Forenses y a los laboratorios forenses 

en las investigaciones que adelanten.
CAPITULO II

Artículo 34. Actualización. La Dirección del servicio de Defensoría 
Técnica de la Fuerza Pública promoverá la actualización de los defensores 

del servicio.

Artículo 35.  Es el abogado vinculado al ser-
vicio de Defensoría Técnica de la Fuerza Pública mediante un contrato de 
prestación de servicios, encargado de  implementar los programas de capa-
citación y actualización, así como de facilitar a los defensores técnicos de la 
Fuerza Pública, a través de las barras de abogados, los elementos de juicio 

técnica  idónea.
Artículo 36.  Es la 

reunión de los defensores técnicos de la Fuerza Pública pertenecientes a la 
Defensoría Técnica de la Fuerza Pública junto con el coordinador académi-
co, cuyo objeto es la exposición del pensamiento jurídico de sus integrantes 
en torno de los casos que adelantan, así como el desarrollo de los módulos 
de capacitación y actualización. 

T I T U L O   V
INTEGRACION Y CLASIFICACION DE LOS SERVIDORES 
DE LA DEFENSORIA TECNICA DE LA FUERZA PUBLICA

Artículo 37. Nomenclatura. Adiciónese a la estructura orgánica  del Mi-
nisterio de Defensa Nacional –Dirección Ejecutiva de la Justicia Penal Mi-
litar–, la siguiente nomenclatura de cargos:

Coordinador de Unidad de la Dirección Nacional de Defensoría Técni-
ca de la Fuerza Pública 20.

Coordinador Administrativo de la unidad de gestión Regional o Seccio-
nal de la Defensoría Técnica de la Fuerza Pública 19.

Profesional Especializado 19.
Profesional Especializado en Criminalística 18.
Profesional Especializado en Investigación 17.

Técnico en Criminalística 15.

Auxiliar Administrativo 10.

Ministerio de Defensa Nacional teniendo en cuenta la nomenclatura conte-
nida en esta ley con sujeción a los programas, necesidades del servicio y el 

Parágrafo 2°. El Gobierno Nacional asignará la planta de personal que 
corresponda a la Dirección Nacional de la Defensoría Técnica de la Fuerza 
Pública o a la Unidad Operativa de Gestión, con atribuciones para variarla 
cuando lo considere necesario y ajustará el manual de requisitos y funcio-
nes de cada uno de los empleos.

T I T U L O   VI
DISPOSICIONES FINALES

CAPITULO UNICO

Artículo 38. Recursos. El Gobierno asignará los recursos necesarios en 
el Presupuesto Anual. 

Parágrafo. Créase un Fondo-Cuenta dentro de la Defensoría Técnica de 
la Fuerza Pública, como un sistema separado de cuentas para el manejo de 
los recursos provenientes del presupuesto nacional asignado al Ministerio 
de Defensa Nacional, las donaciones o aportes de particulares, Gobiernos 
Extranjeros u Organismos Internacionales.

Artículo 39.  Esta ley deroga todas las dispo-
siciones que le sean contrarias y entrará a regir a partir de que empiece a 
funcionar el Sistema Penal Acusatorio en la Justicia Penal Militar.
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